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1. INTRODUCCIÓN  
 

Los procesos de desarrollo económico en los municipios en Colombia han estado 

mayoritariamente supeditados a las dinámicas de proyectos económicos a gran 

escala y basados en la explotación de recursos naturales, mineros, grandes 

proyectos agroindustriales y de explotación y exploración de hidrocarburos 

principalmente.  

Entre otros, los proyectos de explotación y de exploración de hidrocarburos en 

Colombia han requerido de la creación y de construcción de instrumentos 

jurídicos, técnicos y sociales que permitan el diálogo y la concertación entre la 

industria de los hidrocarburos y las comunidades donde los proyectos son 

ejecutados debido a la complejidad, los alcances, el impacto y la afectación que la 

industria petrolera pueda ejercer sobre una comunidad específica.  

La necesidad de estas herramientas está fundamentada principalmente en que 

esta actividad del sector energético requiere de la adquisición de bienes, servicios 

y mano de obra formada y no formada en el territorio, permitiendo o limitando así 

el desarrollo de las comunidades, un cambio en el territorio y un proceso de 

territorialización. De cualquier forma, la intervención de la industria petrolera en el 

territorio  supone un proceso diferente y diferenciado de territorialización frente a 

otro sin presencia de la industria petrolera.  

Parte de estas herramientas son los procesos de gobernanza negociada que se 

llevan a cabo entre las comunidades y la industria petrolera, los cuales se 

configuran como un lugar de concertación, pero que, a su vez, actúan como 

espacios para revelar conflictos e incluso para fortalecerlos. 

Según como se observará en la presente investigación sobre los procesos de 

gobernanza, las políticas públicas locales aparecen de forma reactiva y nacen 

como reflejo de las dinámicas de la gobernanza en lo local, donde pueden abarcar 
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no solo problemas estructurales sino también asuntos coyunturales. El asunto 

principal que a las comunidades y los gobiernos locales les preocupa frente a 

estas políticas públicas locales debe centrarse entonces en los instrumentos y en 

las formas sobre el cómo y para quiénes formular e implementar una política 

pública.  

El desarrollo de políticas públicas locales en Colombia a partir de procesos de 

gobernanza, si bien no puede considerarse como un asunto novedoso, sí resulta 

de especial interés el aporte que los procesos de gobernanza alrededor de los 

proyectos de explotación y de exploración de hidrocarburos hacen al proceso de 

fortalecimiento de la descentralización en Colombia desde la formulación y la 

implementación de políticas públicas locales. Estas construcciones, que aún se 

encuentran en etapa de identificación y de construcción, se espera no se 

desarrollen únicamente en los territorios donde existan actividades alrededor de la 

industria petrolera, sino que se identifiquen y se formulen en territorios donde 

existan otras actividades económicas a gran escala.  

La presente investigación busca entonces aproximarse a los procesos de 

gobernanza negociada que se realizan a partir de los proyectos que la industria 

petrolera ejecuta en los territorios locales (municipios principalmente), donde, la 

gobernanza ha servido de experiencia y de insumo para la formulación y el 

desarrollo de políticas públicas locales que pretenden garantizar la inclusión, 

reducir los costos de transacción y de desgaste así como mitigar los conflictos que 

rodean los procesos de gobernanza entre las comunidades y la industria petrolera. 

A pesar de sus buenas intenciones, estas políticas públicas locales pueden 

presentar limitaciones en su proceso de ejecución y de desarrollo a causa de 

factores como la falta de articulación institucional, la poca o nula articulación entre 

el nivel local, el regional y el nacional, el bajo presupuesto, la poca legitimidad, las 

limitaciones en el alcance jurídico entre otras dificultades en su formulación y su 

implementación. Sin embargo, estas políticas abordan y destacan necesidades, 
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conflictos y falencias locales que requieren de atención por lo que a pesar de las  

dificultades las políticas públicas locales pueden ser en sí mismas manifestaciones 

de problemas y de propuestas que se concretan y que, a pesar de su posible 

debilidad, se pueden transformar en marcos de acción, e incluso, en instrumentos 

de acción pública en los procesos de gobernanza negociada.   

Para desarrollar estos planteamientos, la presente investigación se dividirá en tres 

capítulos. El primer capítulo busca aproximarse a los tipos de gobernanza, los 

conceptos de territorio, de territorialidad, de políticas públicas y  de los 

instrumentos de acción pública. El segundo capitulo de esta investigación estará 

enfocado a construir elementos de análisis acerca de la construcción de políticas 

públicas locales a partir de los procesos de gobernanza negociada en el marco de 

las acciones de la industria petrolera. Estos elementos de análisis se alimentarán 

de la experiencia profesional de la autora con un trabajo en gestión social en 

campo de 10 años en empresas del sector petrolero en diversos territorios del 

Estado Colombiano. 

Finalmente, el tercer capítulo de esta investigación se centrará en el análisis de un 

caso que ilustra la aproximación empírica y aporte práctico al papel de los 

procesos de gobernanza en la construcción de las políticas públicas locales. Sobre 

este punto, se analizó la política pública de empleo y desarrollo económico y social 

del municipio de San Martín (Cesar), la cual fue construida a partir de la 

experiencia de distintos procesos de gobernanza negociada entre la industria 

petrolera y la comunidad. Este análisis incluye un trabajo de campo en el cual se 

lograron dos entrevistas semiestructuradas a dos actores que han sido parte 

fundamental del proceso de  formulación e implementación de la política 

analizada; uno como actor desde el gobierno local y otro como gestora social en 

los intereses de la industria petrolera que opera en dicho territorio.  

 



 

4 
 

2. ELEMENTOS CONCEPTUALES SOBRE POLÍTICAS PÚBLICAS Y 
PROCESOS DE GOBERNANZA: LA GOBERNANZA NEGOCIADA 
COMO UN ESPACIO DE  CONSTRUCCIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS 
LOCALES  

 

El primer capítulo de esta investigación se centra en la aproximación teórica de los 

conceptos de gobernanza que han sido construidos a partir de la conformación, la 

dinámica y la multiplicidad de actores que participan en el proceso de regulación 

de  problemas con el objetivo de contribuir al desarrollo social. Parte de esta 

exploración pretende llegar a conocer los diferentes tipos de gobernanza con el 

objetivo de definir la gobernanza negociada como el instrumento útil que aportará 

al análisis de un segundo concepto que será tratado en este capítulo: las políticas 

públicas. 

Este capitulo tendrá una primera parte la cual se aproximará a lo que se entiende 

como gobernanza. La segunda parte buscará una aproximación de los conceptos 

de políticas públicas siempre con un enfoque que permita ver y entenderlas como 

el resultado de acciones y procesos colectivos, en nuestro caso, desde los 

procesos de gobernanza. Como parte de los conceptos desarrollados, en 

ocasiones se abordará la palabra  gobernanza y la palabra gobernancia, lo cual, 

para efectos de la investigación, estas palabras resultan referirse al mismo 

concepto y no deben suscitar ningún problema en el avance de este documento. 

2.1. La Gobernanza: aproximaciones y conceptos generales  
 

En primer lugar, se debe tener en cuenta que “las palabras gobernancia, gobierno 

y gobernabilidad, tienen origen en la raíz gobern, que es una metáfora marítima y 

guerrera con la palabra timón, en francés ‒gouverne y gouvernail‒” (Jolly, 2010, p 

96). 
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El significado político y social de la gobernanza, ha sido investigado y propuesto, 

entre otros, por Patrick Le Galès, quien se ha dedicado por varios años al estudio 

de la gobernancia en Francia y en toda Europa y el cual afirma: 

La gobernanza, puede ser definida como un proceso de coordinación de actores, de 

grupos sociales, de instituciones, con el ánimo de alcanzar objetivos definidos y discutidos 

colectivamente. La gobernanza se refiere, entonces, a un conjunto de instituciones, de 

redes, de directivas, de reglamentos, de normas, de usos políticos y sociales, así como a 

actores públicos y privados que contribuyen a la estabilidad de una sociedad y de un 

régimen político, a su orientación, a la capacidad de dirigir y de proporcionar los servicios, y 

a asegurar su legitimidad. (Le Galès, 2009, p. 261). 

La gobernanza en Colombia, al igual que en otros países, se ha convertido en un 

modelo de gestión que permite al Estado, al mercado y a la sociedad, contar con 

espacios de participación activa a través de una multiplicidad de actores que 

influyen en la concertación y en la toma de decisiones que conllevan a 

implementar políticas públicas locales para regular las actividades sociales y 

económicas de algunos territorios y que, a la vez, contribuyen en la construcción y 

mejoramiento de la calidad de vida de las comunidades. 

2.1.1. La Gobernanza como una forma de gobernar los Territorios  
 

La construcción de procesos de gobernanza en lo local se debe, entre otras 

causas, a la influencia de fenómenos económicos y sociales que han transformado 

a la sociedad actual. Algunos factores son la adopción del capitalismo, la 

descentralización de las instituciones del Estado, la presencia de las empresas 

privadas en nuevos territorios, la autonomía política y económica de las 

autoridades locales o territoriales y todo un conglomerado de situaciones y 

circunstancias que dificultan la gestión del Estado en su función de responder 

eficientemente a las necesidades de la ciudadanía de forma directa. Este 

panorama  incentiva la búsqueda  de formas de expresar, buscar, gestionar e 

implementar mecanismos para gobernar que contemplen otros actores y otros 

métodos para alcanzar legitimidad.  
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En otras palabras, los actores que participan en la gobernanza, tienen como 

objetivo coordinar acciones que les permitan regular o solucionar problemas 

previamente identificados. Este proceso ha conducido a que la gobernanza se 

convierta en una forma de gobernar territorios (Jolly, 2010). 

Un elemento clave para el desarrollo de los procesos de gobernanza en Colombia, 

ha sido el proceso de descentralización del Estado. Este proceso ha entregado 

una mayor autonomía a las autoridades locales y por lo tanto, un aumento en la 

capacidad de decisión. Esta fórmula ha buscado asegurar la gobernabilidad de los 

territorios a través de un reconocimiento de múltiples actores en la acción pública 

y la conducción local de las políticas públicas. (Jolly, 2010). 

El proceso de descentralización del Estado se empezó a implementar en la 

década de los años 80 y se concretó formalmente en la Constitución Política de 

1991, como respuesta a la necesidad de entregar a los gobiernos locales una 

mayor autonomía en la toma de decisiones y en la administración de recursos.  

En el 2010, Jolly planteó que la descentralización ha permitido que la función de 

las autoridades locales cumplan un papel amplio, sustentado principalmente en 

dos funciones: como agentes que cumplen leyes, decretos, sentencias y otros 

instrumentos jurídicos vinculantes dispuestos desde el gobierno central y una 

segunda función correspondiente a la interpretación de las necesidades locales 

haciendo el papel de defensores por medio de la gobernanza de sus territorios.  

Según Jolly, la gobernanza, se centra en una lógica horizontal territorial para que 

las autoridades locales ejerzan como actores gobernantes de acuerdo a la 

situación política y real del entorno de sus territorios y a la inclusión de los 

habitantes en algunas decisiones sobre asuntos públicos, tal como se señala en el 

gráfico 1. 

En síntesis: 
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La gobernancia puede entenderse como el ejercicio de la autoridad económica, 

política y administrativa para gestionar los asuntos de un país a todo nivel. Involucra 

mecanismos procesos e instituciones a través de los cuales los ciudadanos y otros grupos 

articulan sus intereses, ejercen sus derechos legales, cumplen sus obligaciones y 

resuelven sus diferencias, y además sintetiza que “la gobernancia es una manera de 

gobernar, mientras que la gobernabilidad es la posibilidad de gobernar”. (Jolly, 2010, p 

101).  

 

Ilustración 1: Formas de Gobernabilidad del Territorio en Colombia. Fuente: Construcción propia a partir de Jolly 
(2010) 
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2.1.2. Formas de ver o entender la Gobernanza  
 

La gobernanza, al igual que muchos otros conceptos, tiene la capacidad de 

transformarse y/o adaptarse según un contexto particular de aplicación. De 

manera concreta, y para facilitar el desarrollo de este documento, conviene 

analizar el libro de Hermet “Populismo, Democracia y Buena Gobernanza” citado 

en Jolly, (2010, p. 100), acerca de cinco formas de ver o entender la gobernanza 

abordada desde diferentes campos. Teniendo en cuenta que el desarrollo de este 

capitulo pretende dar los elementos para el tema de investigación, este documento 

se concentrará únicamente en cuatro de las cinco formas de ver o entender la 

gobernanza a saber: (i) gobernanza empresarial o corporativa, (ii) gobernancia 

urbana, (iii) buena gobernanza, y (iv) gobernancia mundial o global. 

La gobernanza corporativa está enfocada en desarrollar y ofrecer buenas 

prácticas en la gestión de las organizaciones entendiendo que estas acciones 

promueven transparencia, eficiencia y eficacia en los mercados.  

Una de las características de la gobernanza corporativa o empresarial es la 

participación de varios actores que influyen de manera directa o indirecta en las 

dinámicas de la empresa, con el objetivo de asegurar la calidad en la prestación 

de los servicios y el beneficio económico de la misma por medio de estrategias 

que permitan una buena gestión, concertada en el proceso de gobernanza. 

La implementación exitosa de los procesos de gobernanza corporativa en las 

empresas, contribuye a que la organización tenga  en cuenta e identifique nuevos 

elementos en la cadena de negocio. Uno de los principales resultados esperados 

en los procesos de gobernanza corporativa, es la construcción de espacios de 

comunicación y acción con las comunidades donde la empresa ejerce funciones y, 

desde esta perspectiva, desarrollar la idea que la cadena de negocio puede operar 

en beneficio de la sociedad.  



 

9 
 

En esta dimensión es importante tener en cuenta que las actividades propias de 

una organización o empresa en un territorio determinado aumentan las 

posibilidades de conflicto, lo que constituye un riesgo tanto para la comunidad 

como para la productividad de la empresa. Se puede decir entonces que: 

Es de importancia fundamental que este proceso esté gestionado, sea 

planificado alineando los valores corporativos con los grupos de interés, sea 

desarrollado eficientemente, sea comprobado su funcionamiento eficiente y 

actualizado con las mejoras y ajustes correspondientes. En particular los 

ejecutivos deben conducirse honradamente en lo relativo a conflictos de intereses 

reales o aparentes, y en lo relativo a difusión de resultados económicos. 

(Bachmaier, 2007). 

La gobernanza empresarial o corporativa debe basarse, entonces, en los objetivos 

económicos de la empresa mediante procesos sociales concertados con los 

grupos de interés. Este proceso permite que los actores que participan en el 

proceso de la gobernanza, puedan prever o mejorar los desajustes y llegar así a la 

favorabilidad económica de su razón social. 

Como lo concluye Bachmaier (2007), las obligaciones de las empresas no sólo se 

limitan a lo legal, sino que deben reconocer compromisos de otra naturaleza con 

todos sus grupos de interés, estableciendo controles tanto internos como externos 

que le permitan conocer, prever, gestionar y concertar acciones dentro de la 

organización. En otras palabras, “los controles internos actúan principalmente de 

forma preventiva y detectiva, tratando de evitar riesgos y garantizar –dentro de lo 

viable- que los objetivos organizativos se alcancen”. (Bachmaier, 2007). 

 Cuando una empresa o una organización buscan un proceso de gobernanza, 

deben existir acuerdos a nivel interno, entre sus accionistas, dueños, trabajadores 

y directivos, sobre los desajustes sociales y económicos que se presenten en la 

organización, antes de exponerlos a los actores externos que se integren al 

proceso de gobernanza. De esta manera se previenen desacuerdos frente a sus 
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grupos de interés y se genera credibilidad por parte de la empresa hacia los 

objetivos que quiera alcanzar. 

Los controles externos son todos aquellos ejercidos por los diversos grupos de 

interés que no tienen un interés y control directo sobre la organización. Actúan 

principalmente de forma preventiva y correctiva, y la organización se beneficia (otros 

piensan que los sufre) de los mismos por su mera existencia en un entorno socio-

económico; todos los actores racionales tenderán a maximizar su propio interés, lo cual les 

lleva a tener que considerar debidamente el interés de los demás actores. (Bachmaier, 

2007). 

Es posible afirmar que la empresa debe ser quien lidere y establezca las 

propuestas iniciales de concertación o de negociación con sus grupos de interés 

debido a que existe el riesgo de que se impongan intereses particulares, mientras 

que las personas que representen a la empresa en el proceso de gobernanza 

deberán actuar con base en los objetivos empresariales establecidos previamente 

y no bajo sus intereses particulares. 

La existencia de los controles evita riesgos y contribuye a que los objetivos 

organizativos se alcancen, los ejemplos principales son las autoridades gubernativas y 

reguladores o entorno judicial: los inversores aportan capital en espera de rentabilidad y 

aumento de valor; los trabajadores aportan capital humano y compromiso en espera de su 

compensación salarial y las expectativas de futuro; igual ocurre con los suministradores; 

las comunidades que albergan las instalaciones de la organización esperan el desarrollo 

local y la prosperidad; etc. Todo esto es viable si la organización cumple con sus 

compromisos, contractuales y relacionales, y todo ello dentro de la legalidad o por exceso. 

(Bachmaier 2007). 

En resumen, la gobernanza empresarial o corporativa, se genera con la 

participación de actores internos y externos que tengan directa e indirectamente 

algún impacto ocasionado por las actividades propias de la organización, 

estableciendo unos riesgos, medidas de prevención, mitigación o compensación, 

objetivos y temas definidos, los cuales serán discutidos colectivamente, para 

asegurar la estabilidad de la empresa en el entorno social. 
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En un segundo abordaje, el concepto de gobernancia urbana se observa primero 

en el Reino Unido durante el periodo de gobierno de Margareth Thatcher, años 80, 

cuando las municipalidades británicas se ven obligadas a funcionar con recursos 

muy disminuidos. 

De la misma manera, el concepto de buena gobernancia, o Good governance,  

aparece por primera vez en un documento del Banco Mundial sobre la situación de 

África subsahariana. Según Stren (2000) citado en Jolly (2010), la primera 

mención del término en su sentido político apareció al finalizar los años ochenta en 

un informe del Centro Carter de la Universidad de Emory en Atlanta a propósito de 

la gobernancia en África. El término de buena gobernanza hace referencia a un 

proceso de gobierno con carácter incluyente donde se tenga en cuenta el Estado y 

la sociedad civil. (McCarney, Halfani & Rodríguez, 1995 citado en Jolly 2010).  

Finalmente, la ‒Global Governance- o la gobernanza mundial o global, se 

plantea como una forma de ejecutar en lo local asuntos que se encuentren en la 

agenda global tal como los derechos humanos, la seguridad, educación entre 

otros. El concepto se aborda con la publicación en 1992 de la obra Gobernance 

Without Goverment, dirigida por James Rosenau y Ernst-Otto Czempiel.   

2.1.3. Los usos del término Gobernanza en el ámbito de las Políticas 
Públicas  

 

A partir de estos conceptos, cabe la necesidad de entender que la gobernanza 

está estrechamente ligada al asunto de las políticas públicas, teniendo en cuenta 

que éstas necesitan de un proceso de implementación el cual considera a la 

gobernanza como una forma de ejecutar políticas y reducir la brecha entre la 

decisión y la realidad de su aplicación. (Roth, 2009).  

Para el desarrollo de este documento, se tendrá principalmente en cuenta a Le 

Galès (2009), el cual considera el uso del término de la gobernanza en el ámbito 

de las políticas públicas sobre tres formas de aproximación; (i) el buen gobierno 
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como un problema de eficacia por resolver, (ii) la gobernanza como crítica a la 

dominación de intereses privados, y (iii) la gobernanza para dirigir la sociedad más 

allá de las fallas de gobierno, la gobernanza negociada para movilizar redes.  

Sobre la primera aproximación, es posible entender el buen gobierno como un 

concepto complementario al planteado  en el punto 1.1.2  sobre la buena 

gobernancia. En el buen gobierno la gobernancia tiene que ver con un problema 

acerca de la eficiencia de la acción pública o problema por resolver. Para este 

caso, se supone la existencia de un óptimo de equilibrio; en este contexto la 

gobernanza está pensada en contraposición al  gobierno en el entendido que la 

comunidad hace parte de la acción y el control de los procesos y políticas 

emanadas de las instituciones públicas. 

En segundo lugar, sobre la gobernanza como crítica a la dominación de 
intereses privados, ésta se propuso en los años 70 como una manera de 

promover la acción pública y el gobierno local a fin de  ganar espacios donde las 

dinámicas de las ciudades y el desarrollo estaban relacionados mas por las 

iniciativas e intereses del sector privado que por proyectos y procesos iniciados 

desde el gobierno.  

La sociología urbana crítica de los años 70 dio un nuevo aliento a estas iniciativas 

cuando explicó la organización de las ciudades a partir de los conflictos en 

relación con el desarrollo y las diferentes coaliciones que se formaban de una 

ciudad a otra, en un contexto de poderes dinámicos de mercado relacionados con 

el sector inmobiliario y débilmente estructurados por la acción pública y el gobierno 

local. 

Finalmente, sobre la gobernanza negociada para movilizar redes como una 

tercera forma de aproximación, se define como un mecanismo que permite a los 

actores llegar a decisiones recíprocamente satisfactorias y vinculantes y resolver 

conflictos por medio de la negociación y de la cooperación.  
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La aproximación de las políticas públicas por medio de la gobernanza, hace 

énfasis en la dimensión contingente y en los órganos locales, y reconoce la 

diversidad de soluciones institucionales a propósito de la acción colectiva, del 

orden social y político, o de la regulación de la economía. 

 Según el libro de Salomón, The Tools of Governance. A guide to the new 

Governance, como se cita en Le Galès, (2009), la gobernanza no ha reemplazado 

al gobierno, la gobernanza incluso la new governance no es solo una articulación 

entre redes o un problema de coordinación de actores múltiples al menor costo. 

Ésta suscita reflexiones sobre las decisiones colectivas, los valores, el debate 

controversial, el enfrentamiento entre intereses diversos, el interés general, la 

legitimidad, la democracia, en resumen la política.  

Es importante tener en cuenta que las aproximaciones de gobernanza 

anteriormente expuestas deben considerarse a la luz de otros elementos y 

conceptos que soporten y contribuyan al desarrollo de esta investigación. De esta 

manera, se van a considerar otros conceptos de gobernanza que tienen la 

cualidad de entenderla desde una perspectiva más cercana al contexto 

económico, político y social en Colombia. En este sentido, esta investigación 

tendrá en cuenta tres tipos de gobernanza a saber, (i) la gobernanza socio política 

o territorial, (ii) la gobernanza empresarial, y (iii) la gobernanza negociada como 

resultado a partir de las características de las dos primeras. 

2.1.4. Elementos y Conceptos de Gobernanza: la Gobernanza 
Empresarial, Gobernanza Territorial, el Gobierno Local y las formas 
de entender un Territorio  

 

Para el desarrollo de esta investigación, es necesario, tal como se mencionó 

anteriormente, aproximarse a otros conceptos de gobernanza los cuales tienen en 

cuenta o reconocen las dinámicas del proceso dependiendo el contexto en el cual 

se desarrollan. Dicho en otras palabras, la gobernanza adquiere características 

particulares y diferenciales según sea la necesidad de su uso y los resultados que 



 

14 
 

se esperan obtener. De acuerdo a lo planteado en la introducción, esta 

investigación tendrá en cuenta la actividad petrolera en Colombia y el papel de los 

procesos de gobernanza como dinámica entre la población y la industria. Teniendo 

en cuenta lo anterior, es necesario ahondar en la gobernanza territorial, el 

gobierno local y el elemento del territorio como el espacio donde las dinámicas 

ocurren y los intereses son expuestos, para lo cual se considera de especial 

interés el desarrollo de los siguientes conceptos. Dentro de este conjunto de 

elementos también debe considerarse la gobernanza empresarial o gobernanza 

corporativa, sin embargo, ésta ha sido expuesta anteriormente por lo cual no se 

tratará en este punto.  

2.1.4.1. La Gobernanza Sociopolítica o Gobernanza Territorial  
 

La gobernanza sociopolítica o gobernanza territorial se puede entender como un 

concepto muy cercano al de economía política  tal como lo señala Le Galès  

(2009, p. 266-267): 

La gobernanza sociopolítica es la más cercana a la Political Economy  que es la que 

articula las regulaciones que se definen a partir de tres dimensiones”: El modo de coordinación de 

diversas actividades o de relaciones entre actores, la asignación de recursos ligada a estas 

actividades o estos actores y la estructuración de los conflictos prevención, regulación, sanción‒. 

Es importante resaltar que el concepto de regulación inmerso en una de las 

dimensiones, se refiere a un concepto que abarca cinco tipos ideales de 

regulación: el mercado; la competencia, la gran firma; la jerarquía, el Estado; la 

coacción, la Comunidad; la solidaridad y la asociación de empleadores; la 

negociación. De igual forma, las combinaciones de estos tipos ideales de 

regulación forman modos de gobernanza por: Sectores, Territorio y Sociedades. 

Le Galés (2009). 

Teniendo en cuenta los elementos anteriores, es posible afirmar que la 

gobernanza socio política o  gobernanza territorial consiste en la construcción de 

acciones públicas con la participación de una multiplicidad de actores, tales como 



 

15 
 

las autoridades locales de un territorio determinado, que conlleven a legitimizar  

acuerdos o negociaciones, los cuales pueden ser de orden social, económico y/o 

político que afectan exclusivamente a dicho territorio. 

A la luz de lo anterior, surge la necesidad de acercarse a los conceptos de 

territorio, teniendo en cuenta que son de especial relevancia para el entendimiento 

de las dinámicas de la  gobernanza sociopolítica o territorial. De cualquier manera, 

las acciones que surjan de los procesos de gobernanza, deben establecer su 

marco de acción en un territorio delimitado geográficamente el cual puede ser 

nacional, departamental, regional o local.  

2.1.4.2. Formas de entender el Territorio  
 

Como primera medida, una aproximación clara y sencilla de entender un territorio 

puede ser un estado material donde se realiza una acción humana repetitiva,  y 

es, siguiendo a Monnet  (1999), como condicionante y como el resultado de la 

acción, es  el producto de  la  territorialización; es el espacio donde se desarrolla la 

acción humana que estructura las representaciones y significados del grupo social 

que lo habita.  

Partiendo de este concepto, se construye otro que es la territorialidad, el cual hace 

referencia al conjunto de valores atribuidos a un territorio, la territorialidad es la 

capacidad de un actor para ejercer una competencia sobre una extensión dada.  

De la misma manera, estos conceptos de territorio y de territorialidad tienen un 

carácter dinámico, entendido desde el concepto de territorialización el cual se 

define como acciones sobre el espacio material fundamentadas sobre una 

territorialidad.  

Como se observa en el gráfico 2, para  Monnet, (citado en Roa, 2011), se 

identifica una primera relación de inter-determinación entre territorio y 

territorialidad. En esta relación el territorio es el espacio donde se ejerce la acción 
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humana que estructura las representaciones y significados del grupo social que lo 

habita. La materialización de los valores es un proceso de territorialidad que 

transforma el espacio físico establecido. 

 

Ilustración 2: Inter-determinación entre Territorio y Territorialidad. Fuente: Roa (2011, p.19) 

 

De tal forma que la inter determinación de los conceptos de territorio, territorialidad 

y territorialización, buscan un espacio con unos valores y unas acciones 

específicas de acuerdo a la realidad social de quienes lo habitan.  

Es posible afirmar que en el proceso de gobernanza territorial, están involucrados 

los conceptos de territorio teniendo en cuenta que el proceso se desarrolla en un 

territorio específico, de territorialidad y en él participan actores quienes expresan 

unos valores que han sido adquiridos en el territorio y de territorialización, que 

corresponden a las acciones que ejecutan esos actores en el territorio especifico 

donde se produce la gobernanza territorial, tal y como se observa en el gráfico 5. 
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Ilustración 3: Generación de la Gobernanza Socio-Política o Territorial. Construcción propia a partir de Monnet, 
(citado e interpretado en Roa, 2011, p. 17) y Le Galès (2009, p 266- 267) 
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En el proceso de la gobernanza territorial, los valores de los actores sociales que 

participan en el proceso influyen en el momento de tomar posiciones y decisiones 

frente a los procesos. Estos valores son los que crean la base para la toma de 

decisiones y de acciones, es decir, una  territorialización de la acción que se ven 

reflejados en un espacio material llamado territorio. 

En el libro “Etat”, “Nation”, “Territoire”, Dictionnaire de la Science Politique et des 

Institutions Politiuqes, de  Badie, como se cita en Jolly (2010, p. 93),  el territorio 

se analiza en la ciencia política como un constructor social, como el resultado de 

un intento hecho por un individuo o un grupo de afectar, influenciar o regir a unas 

personas, fenómenos o relaciones, delimitando y controlando un área geográfica.  

Es posible entonces afirmar que cuando se genera la gobernanza territorial, en la 

que participan diversos actores sociales del territorio en el cual se realizan los 

procesos, intervienen factores económicos, políticos y sociales que son propios de 

cada territorio y corresponden a su cultura, sus creencias, sus tradiciones y sus 

valores. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la forma de ejercer control en el territorio y las 

dinámicas de gobierno transcienden e invitan a comprender mejor los modelos de 

gobierno local en Colombia.  

2.1.4.3. Los modelos del Gobierno Local  
 

En Colombia, la conceptualización del territorio tiene como base el proceso de 

descentralización plasmado en la Constitución de 1991, en la que se ratificó la 

autonomía de los departamentos y de los municipios para gobernar sus territorios,  

en otras palabras, se trata de un proceso híbrido entre un modelo económico, que 

hace énfasis en la prestación de los bienes públicos y un modelo político, que 

resalta la importancia de la democracia participativa, respondiendo a la necesidad 

de regir el territorio y gobernar los territorios en Colombia, asegurando la 

gobernabilidad combinando dos maneras de gobernar.  (Jolly, 2010).  
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Tanto el modelo económico como el modelo político, son entendidos como el  
gobierno del territorio donde se espera el desarrollo de un Estado Soberano y la 
gobernancia de los territorios como el  reconocimiento de la multiplicidad de 
actores conduciendo la acción, tal como se presenta en la Gráfica 6. 

 

Ilustración 4: Modelos del Gobierno Local o Territorial. Fuente: Construcción propia a partir de Nickson citado en Jolly 
(2010, pp.44-48) 

El modelo político de gobierno local que propone el documento Where is local 

goverment  going in Latin America? de Nickson citado en Jolly, (2010), hace 

énfasis en el papel que deben cumplir  las autoridades locales quienes actúan 

como voceros de los intereses y de las necesidades de una comunidad. Por esto 

en el proceso de gobernanza territorial la participación activa de las autoridades 

locales es necesaria, pues al ser elegidos popularmente, se convierten 
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oficialmente en los representantes de la comunidad para dar solución a los 

problemas que ellas manifiesten públicamente, es decir, que deben ocuparse del 

asunto de definir las formas de gobernar un territorio. 

2.1.4.4. Las formas de gobernar un Territorio  
 

De acuerdo a los conceptos de gobernanza, de territorio y de gobierno local, las 

formas de gobernar surgen como caminos para reconocer los actores, el proceso 

de territorialización y en general las dinámicas de un territorio determinado.  

 “La política pública de descentralización es una estrategia que busca asegurar la gobernabilidad 

de los territorios gracias a una “territorialización” parcial de la acción pública que promueve la 

gobernancia y el reconocimiento de una multiplicidad de actores”. (Jolly, 2010, p 73) 

Con base en esta premisa, para Jolly (2010), se define que la gobernanza es una 

forma de gobernabilidad de un territorio en la cual confluyen diversos actores 

según el objetivo que se establezca para tal fin.  

Teniendo en cuenta la complejidad que significa ejercer acciones de 

gobernabilidad en un territorio en Colombia, la implementación de las políticas 

públicas en el mismo y la legitimidad pueden ser posibles mediante la 

implementación de políticas públicas que tengan en cuenta la secterritorialidad 

que combina la lógica sectorial, centralización y la lógica territorial que tiene en 

cuenta la descentralización, es decir, políticas públicas híbridas. (Ver gráfico 7). 
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Ilustración 5: Formas de Gobernar los Territorios en Colombia. Construcción propia a partir de Jolly, (2010, p. 33 y 73) 
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Con base en estas disposiciones, los alcaldes y los gobernadores en Colombia 

actúan a la vez como regidores de las políticas o normas del gobierno nacional, 

con unas lógicas sectoriales o de sectorialidad y como actores gobernantes, 

siendo veedores y velando por la gobernancia de sus territorios de acuerdo a las 

necesidades, situación política local y de la multiplicidad de actores. 

De esta forma, la gobernanza territorial en Colombia implica el ejercicio de la  

autonomía de la descentralización en poder de los alcaldes y los  gobernadores, 

para que estos actúen activamente en todas las actividades sociales, económicas 

y políticas que sean necesarias de ejecutar en sus territorios. 

 “El gobierno del territorio que resulta de la descentralización controlada hace que las 

normas y sentencias tiendan a reducir los ejecutivos locales ‒alcaldes y gobernadores‒ al 

rol de agentes regidores del Estado central, fieles ejecutores de directrices nacionales, más 

que actores gobernantes, interpretes de las necesidades de sus comunidades y defensores 

de la gobernancia de sus territorios”. (Jolly,  2010, p 116). 

Teniendo en cuenta los conceptos sobre territorio, territorialidad, territorialización, 

y en los modelos y en las formas de gobernar, basados en la descentralización en 

Colombia, se puede concluir que la gobernanza territorial, es una forma de 

gobernar los territorios en el que confluyen varios actores sociales en un escenario 

de mediación social con el objetivo de negociar la implementación de soluciones a 

conflictos a través de políticas públicas territoriales o locales. 

Otro mecanismo definido para gobernar un territorio, o por lo menos, para generar 

espacios que busquen la resolución de conflictos por medio de la negociación, es 

la gobernanza negociada o la gobernanza para dirigir la  sociedad, la cual “se 

define como un mecanismo que permite a los actores llegar a decisiones 

recíprocamente satisfactorias y vinculantes y resolver conflictos por medio de la 

negociación y de la cooperación. (Le Galès 2009, p. 264)”.  
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En esta misma argumentación, la gobernanza negociada es así mismo, un 

instrumento que permite fortalecer elementos horizontales que pueden surgir en el 

ejercicio de gobernar un territorio:  

Para varios autores, incluidos los Británicos como Roderick A. W. Rhodes, inspirados por la 

sociología de las organizaciones y por las redes de políticas públicas, acentúan las formas 

horizontales de interacción entre los actores, las interdependencias, la regularidad y las 

reglas de interacción y de intercambio, la autonomía de sectores  y de redes con respecto 

al Estado, la dimensión temporal, los procesos de coordinación de los actores políticos y 

sociales, y en ocasiones, las dificultades asociadas a la decisión. (Le Galés 2009, p. 264-

265). 

La participación de diversos actores en el proceso de gobernanza, busca dar una 

respuesta a un problema por resolver, que desde el gobierno central no se ha 

regulado o legislado. Estas posibles soluciones se producen en escenarios de 

mediación en los que se negocian y plantean las posibles soluciones a esas fallas 

que no han tenido respuesta por parte del gobierno central. 

La gobernanza negociada tiene la característica de encontrarse siempre en los 

procesos de gobernanza empresarial y de gobernanza territorial de manera 

implícita, pues cuando se generan estos tipos de gobernanza, se realizan 

negociaciones entre los actores participantes para acordar soluciones que 

permitan la ejecución de las actividades que ocasionan o contribuyen a estos 

procesos y es la solución o la respuesta a los conflictos o problemas que se estén 

resolviendo en un territorio determinado. 

Estas negociaciones o acuerdos cuando incluyen la participación de las 

autoridades locales y se implementan en la población de influencia, se pueden 

convertir en políticas públicas locales, dependiendo de cada caso en particular y 

de las características que lo rodeen. 

En la gráfica 2, se pueden observar las formas y los usos que algunos autores le 

han dado a la gobernanza de acuerdo a lo que se ha venido planteando.  
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Ilustración 6: Las Formas y los Usos de la Gobernanza. Construcción propia a partir de Guy Hermet, citado en Jolly 
(2010, p.100), y Patrick Le Galès (2009) 

 

2.2. Las Políticas Públicas  
 

Siguiendo a Roth  para definir el concepto de política pública se debe tener en 

cuenta tres acepciones que están cobijadas dentro del término de política; (i) 

polity,  concebida como el ámbito del gobierno de las sociedades, (ii) politics, la 

cual entiende la política como la organización y la lucha por el control del poder y 

(iii) policy, referente a la política como designación de los propósitos y programas 

de las autoridades públicas, en la que se centra la presente investigación, (Roth, 

2007, P.25-26). 

La definición de Roth sobre política pública tiene en cuenta la existencia de un 

conjunto de objetivos colectivos considerados necesarios o deseables y por 

medios y acciones que son tratados por lo menos parcialmente, por una institución 
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u organización gubernamental, con la finalidad de orientar el comportamiento de 

actores individuales o colectivos para modificar una situación percibida como 

insatisfactoria o problemática.  

Teniendo en cuenta lo anterior, el proceso de gobernanza tendría entonces la 

capacidad de cumplir con el papel de identificar, de formular, de construir y de 

implementar las políticas públicas desde el territorio y construye elementos de 

legitimidad para su aplicación. Para esta investigación no se tuvo en cuenta la 

etapa de evaluación de las políticas públicas ya que el enfoque está centrado en  

la identificación y la posterior implementación de las políticas públicas que se 

generan mediante procesos de gobernanza para regular las actividades de la 

industria petrolera en el país. 

En este proceso de participación, surgen múltiples actores, incluyendo las 

autoridades locales, quienes actúan como voceros de los intereses de la población 

que integra su territorio, lo que legitima que los acuerdos se implementen como 

políticas públicas locales. Sobre este proceso de legitimación en la construcción 

de políticas públicas  locales, se considera siguiendo a Muller (2010, p. 113) lo 

siguiente: 

Las políticas públicas, son mucho más que unos procesos de decisión  en los cuales 

participan unos actores, constituyen el lugar donde una sociedad dada, construye su 

relación con el mundo. Por consiguiente, las políticas públicas deben analizarse como unos 

procesos a través de los cuales van a elaborarse las representaciones que una sociedad 

se da para entender y actuar sobre lo real, tal como ella lo percibe.  

De acuerdo a esta definición, es posible afirmar que las políticas públicas no solo 

son una respuesta a lo que la sociedad considera que está fallando o que hace 

falta por resolver en su relación con el entorno., sino que permiten que la sociedad 

identifique sus propios intereses, oportunidades, expectativas y fortalezas en las 

que intervienen  diversos actores sociales que, de acuerdo a la percepción que 

tienen de su realidad, aportan sus propios análisis y visiones de las políticas 

públicas que se están formulando.  
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De igual manera Roth (2009) propone cuatro elementos para identificar la 

existencia de una política pública a saber; (i) implicación del gobierno, (ii) 

percepción de problemas, (iii) definiciones de objetivos, y (iv) proceso.  

Teniendo en cuenta los elementos anteriores, se afirma que existe una política 

pública si las instituciones estatales asumen total o parcialmente la labor de 

cumplir los objetivos deseados o necesarios a través de un proceso orientado a 

tratar de solucionar un problema. (Roth, 2009, p 27). 

Si la aplicación de la lógica sectorial vertical del Estado, a la que hace referencia 

Jolly (2010), no da respuesta o solución efectiva a los problemas locales o 

territoriales que se presentan en un territorio determinado, se pueden generar 

procesos de gobernanza, mediante una lógica territorial horizontal, con la 

participación de actores sociales que intervienen en la situación o en el problema. 

Éstos pueden ser privados o públicos e interactúan a través de escenarios de 

negociación que buscan llegar a acuerdos e implementar políticas públicas 

locales. 

Para Thoenig (2009, p. 334) “una política pública es un fenómeno social y político 

fundado empíricamente y construido analíticamente. El concepto de política 

pública designa las intervenciones de una autoridad investida de poder público y 

de legitimidad gubernamental sobre un campo especifico de la sociedad o del 

territorio”.   

Según este autor, estas intervenciones pueden tomar tres formas principales; (i) 

las políticas públicas viabilizan unos contenidos que se traducen en unas 

prestaciones que, finalmente, generan unos efectos, (ii) movilizan unas actividades 

y unos procesos de trabajo, y (iii) se despliegan a través de relaciones con otros 

actores sociales colectivos o individuales. 

En el desarrollo de los procesos de gobernanza, resulta exigible la presencia de 

las autoridades locales, que cumplan el papel de actor gobernante dentro de un 
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territorio,  como lo exige la situación política local y el modelo político ‒propuesto 

por Nickson‒, en el que las autoridades locales deben actuar como el vocero de 

los intereses de sus representados especialmente en la elaboración de las 

políticas públicas. 

Retomando a Roth (2009, p 57), existen entonces temas de interés general que 

merecen ser discutidos en una agenda pública, por lo cual, esto significa también 

la intervención activa de las autoridades legítimas del Estado.  

Es importante para este punto, tener en cuenta que el desarrollo de los asuntos e 

intereses puestos en la agenda política, se deben diferenciar o caracterizar en dos 

tipos; (i) la agenda institucional referente a una agenda con características 

transversales y (ii) una agenda coyuntural, referente inicialmente a asuntos que se 

asume, pueden ser resueltos o tratados en el corto plazo.  

2.2.1. El enfoque cognitivo de las Políticas Públicas  
 

Dentro del entendimiento y aproximación de las políticas públicas, el enfoque 

cognitivo tiene en cuenta las creencias, los valores, la cultura, las ideas y los  

símbolos. De esa manera está caracterizado por su intento de entender las 

políticas públicas como matrices cognitivas y normativas que conforman sistemas 

de interpretación o de representación de la realidad y en los cuales los actores 

públicos y privados insertan sus acciones. (Roth 2009, p 36).  

En el prólogo del libro de Muller (2010, p. 15), Cuervo afirma que “una política 

pública es más que un instrumento de gobierno, y debe entenderse también como 

paradigma y escenario de mediación social y política que busca reconstruir los 

desajustes sociales, en pocas palabras un vector de gobernanza”. 

De esta forma, los procesos de gobernanza en la sociedad actual contribuyen a 

generar e implementar políticas públicas con la participación de múltiples actores, 

los cuales, de acuerdo a la realidad de su entorno, a los problemas, a su relación 
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con el mundo y a sus intereses propios, establecerán escenarios de mediación 

social, en donde, a través de la gobernanza, llegarán a  acuerdos o negociaciones 

que conlleven a resolver los problemas locales que no ha resuelto el Estado. 

Roth trata el modelo desarrollado por Sabatier (1988) acerca del Advocacy 

Coalitions, sobre la existencia de comunidades de política que compiten entre sí, 

estas comunidades son definidas como el conjunto de actores, personas 

provenientes de varias organizaciones tanto públicas como privadas que 

comparten una serie de valores y de creencias acerca de algún problema y que se 

coordinan en su actividad y en el tiempo para alcanzar sus objetivos. (2009, p 36). 

2.2.2. El referencial de las Políticas Públicas  
 

La elaboración de políticas públicas supone la construcción de una imagen o 

representación de la realidad, sobre la cual se pretende intervenir. A partir de esta 

construcción, los actores perciben un problema, confrontan sus soluciones y 

definen propuestas de acción. Este conjunto de percepciones e imágenes es lo 

que se define como el “Referencial de la política pública”. Igualmente, el 

referencial de las políticas públicas articula cuatro niveles de percepción del 

mundo, (i) los valores, que son las representaciones más fundamentales sobre lo 

que es bien y lo que es mal, (ii) las normas, que definen las diferencias entre lo 

real percibido y lo real deseado, (iii) los algoritmos, entendidos como relaciones 

causales que expresan una teoría de la acción y (iv) las imágenes: que son unos 

atajos cognitivos que le dan significación inmediata a lo que se hace. (Muller, 

2010) 

Ahora bien, las políticas públicas en un territorio se construyen como respuesta a 

un problema  de acuerdo a una realidad sobre la cual se quiere intervenir.  En esta 

construcción subjetiva, están implícitos los intereses de los actores que participan  

y es el proceso de gobernanza el espacio donde se desarrolla el referencial  de las 

políticas públicas teniendo en cuenta los problemas, las soluciones y las 
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propuestas de acción a través de los valores, las normas, los algoritmos y las 

imágenes que tengan quienes en ellas participan. 

2.3. Las Políticas Públicas como configuración de actores  
 

Un elemento importante para comprender la formulación y construcción de las 

políticas públicas locales, es conocer los intereses y comportamientos de los 

actores que van a intervenir en el proceso. 

Los actores se basan en la precepción que posean sobre la  realidad del entorno 

social donde viven y de acuerdo a éste van a estructurar el análisis del problema, 

la elaboración y la puesta en marcha de las políticas públicas. De esta manera, 

“cuando se busca entender los procesos que conducen a la elaboración y a la 

puesta en marcha de una política pública es indispensable abrir la caja negra, lo 

que significa identificar los actores que participan en el policy making para analizar 

su estrategias y entender las explicaciones de sus comportamientos”. Muller 

(2010, p. 84). 

Los actores son parte fundamental en el ciclo de vida de las políticas públicas, 

donde se debe tener en cuenta que los intereses de cada actor recurren a un 

esquema de incentivos y donde la relación costo-beneficio puede ser determinante 

tanto para la percepción del entorno, el problema y la construcción de acciones en 

búsqueda de una solución, en este caso, la formulación y ejecución de una política 

pública local en el marco de un proceso de gobernanza.  

Este asunto se aborda en Muller, (2010, p. 84) de la siguiente manera: 

Los actores definen su posición y eligen una 'solución', esta cuestión se plantea en 

particular en el caso de las teorías de la elección racional. Este enfoque, que proviene de la 

teoría económica neoclásica, considera que los individuos actúan en función de sus 

intereses y que sus preferencias políticas están determinadas por una lógica que relaciona 

el costo y los beneficios de las decisiones tomadas, las preferencias de los actores nunca 

son completamente explicitas ‒pueden querer varias cosas simultáneamente‒ ni tampoco 
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completamente estables, lo que significa que van a evolucionar a todo lo largo del proceso 

de elaboración y de puesta en marcha de la política.  

Cada uno de los actores sociales que participan en la elaboración de  políticas 

públicas, pueden enfocar sus intereses de tipo económico, político y social y cada 

actor puede representar a un sector de la sociedad. En los escenarios de 

mediación expresan esos intereses y buscan que sean incluidos en la elaboración 

de las políticas públicas. 

 “Los actores de las políticas públicas están confrontados a un flujo continuo de información 

de todo tipo, que es bastante más difícil de jerarquizar, porque estas informaciones remiten 

a unos universos con sentidos muy diferentes: técnicos, sociales, políticos y éticos”. 

(Muller, 2010, p 85). 

La información y los intereses que tengan los actores, dentro del proceso de 

concertación de políticas públicas locales, va a incidir en la toma de decisiones y 

en el proceso en sí de mediación social, ya que no todos buscarán los mismos 

objetivos y cada uno girará en torno a sus precepciones y subjetividades sobre el 

tema tratado. 

Es entonces, posible entender que la primera tarea del análisis de políticas 

públicas es la de 'de-construir' la imagen que los actores quieran dar de sí 

mismos. Este esfuerzo de deconstrucción tiene que ver principalmente con dos 

campos; (i) decodificar las lógicas administrativas que actúan durante la 

elaboración de las políticas publicas y (ii) entender mejor la complejidad de las 

redes de actores que participan en la acción pública”. (Muller, 2010, p. 88). En otra 

etapa del análisis, es necesario abordar el asunto de las redes de políticas 

públicas que se conforman, una forma de explicarlo puede ser de la siguiente 

forma: 

“… permiten  tomar en cuenta una muchedumbre de fenómenos que cuestionan las 

visiones clásicas de la acción pública […] [E]stos fenómenos son la multiplicación y 

diversificación de los actores quienes participan en las políticas públicas, la sectorización, 

la fragmentación y la descentralización del Estado, el debilitamiento de las fronteras entre 
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lo público y lo privado, la importancia creciente de los actores 'transnacionales' y, más, 

generalmente, la estructura cada vez más compleja de los sistemas de decisión públicos, 

ligada especialmente a la interdependencia creciente de los sistemas de información. 

Patrick Kennis & Volker Schneider, citados en Muller, (2010, p. 98). 

La conformación de las redes se desarrolla teniendo en cuenta los intereses 

comunes que las unen para la formulación de las políticas públicas. En ellas 

pueden involucrarse actores públicos y privados, cuyo objetivo es analizar, crear,  

ejecutar y evaluar si las políticas que han implementado, cumplen con las 

expectativas con las que fueron creadas. 

Sobre este aspecto, Muller (2010), plantea lo siguiente: 

Una red de políticas públicas será siempre caracterizada por la horizontalidad de los 

intercambios entre los actores implicados, menos jerarquizados y a menudo informales, así 

como por la ausencia de cerrojo en la red, que autoriza la multiplicación de los intercambios 

periféricos y la combinación de: 

 recursos técnicos ‒ligados a la competencia de los actores‒ 

 recursos políticos ‒ligados a la posición de los actores en el sistema político‒. 

(Muller, 2010, p 99) 

En los procesos de gobernanza, las redes de políticas públicas están abiertas para 

la multiplicidad de actores que deseen integrarlas de acuerdo a los intereses 

comunes. Quien lo lidere, deberá tener claro el papel que juega cada uno de ellos 

y hasta dónde puede llegar su intervención y sus propuestas de acción respecto a 

lo que se esté negociando o concertando. Esto implica identificar el objetivo 

central de los temas que se estén discutiendo o el motivo del conflicto para el cual 

se esté gestionando una solución acordada entre los participantes. 

Es posible  reconstruir e identificar las lógicas sobre las cuales los actores buscan 

y generan asociaciones, a partir de la noción de red. Igualmente, se podrían 

evidenciar agrupamientos alrededor de intereses: 
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 Profesionales  

 Gremiales  

 agrupamientos alrededor de la defensa de intereses específicos y  

 Agrupamientos alrededor de una adhesión a cierta visión de la acción 

pública. (Muller, 2010, p 101).  

Teniendo en cuenta las características de las redes, sus aplicaciones y límites en 

los procesos de gobernanza y por ende en el ciclo de las políticas públicas, son 

las redes las que contribuyen a que los procesos de negociación se entiendan 

como espacios plurales y negociados, los cuales abarcan una multiplicidad de 

demandas que son el principal insumo para la un proceso de construcción desde 

las políticas públicas locales.  

Expuesto de otra manera, la gobernanza territorial y la gobernanza empresarial, 

tiene la cualidad de reunir una pluralidad de actores sociales en torno a la 

negociación que permiten, o por lo menos abren el espacio, para la 

implementación de políticas públicas locales.  

Como lo indica Muller, (2010, p. 102) “una de las funciones más importantes de las 

redes de políticas públicas, es ser el lugar donde se construyen los diagnósticos y 

las soluciones que van a desembocar en la decisión política: las redes son unos 

lugares de producción de la significación de las políticas públicas”.  

Complementando lo anterior, es posible afirmar que, los procesos de gobernanza 

empresarial, de gobernanza territorial y de gobernanza negociada, en ocasiones, 

construyen políticas públicas locales que regulan las actividades socio económicas 

que se producen mediante estos procesos. 

Estas políticas publicas se implementan, ejecutan y evalúan con la participación 

de una red de actores sociales mediante el proceso cognitivo aplicado, es decir, 

sobre la realidad de su entorno social y las medidas de acción que se tomen, para 
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solucionar los problemas presentes en un territorio determinado y que no han sido 

reguladas desde el gobierno central. 

Por tal razón se incluyen en la agenda pública local y se buscan las posibles 

estrategias para dar soluciones, esto es una política pública, porque como bien lo 

dice Muller (2010, p 73):“hay una política pública, porque hay un problema para 

resolver”  

Finalmente, el desarrollo de una política pública tiene en cuenta a los actores 

según en el circulo de decisión en el cual se encuentren, es importante tener en 

cuenta que estos actores de ubican en un círculo de decisión y ejercen influencia 

según sus capacidades, relevancia y visibilización en el proceso de construcción.  

De esta manera,  se pueden identificar 4 círculos de decisión, conformados por un 

núcleo duro de actores relativamente permanentes y que por actores que 

intervienen de manera más puntual. Muller (2009). 

Para cada política y aun para cada decisión, estos cuatro círculos darán lugar a 

una configuración deferente: 

El primer círculo, es aquel por el cual transitan sin excepción todas las 

decisiones: es sobre todo, donde las lógicas de los partidos chocan contra las 

exigencias de la regulación y que estas últimas  están consideradas  en función de 

las finalidades políticas, en el segundo círculo de decisión, se tiene el conjunto 

de las administraciones sectoriales que intervienen cuando su campo está 

implicado. Van sobre todo con el fin de promover sus intereses sectoriales (y los 

de los grupos sociales que les están ligados) ajustándolos lo mejor posible a las 

exigencias globales, especialmente gracias a la puesta en marcha de las oficinas 

dedicadas a realizar estudios y prospectiva con el fin de aumentar su capacidad 

de competencia global, en el tercer círculo de decisión, el de los socios externos 

al Estado, sindicalistas, gremios, asociaciones, empresas públicas y privadas. En 

algunos casos, como en las organizaciones agrícolas, las relaciones entre estos 
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actores y los servicios administrativos son estrechas. En otros la intervención de 

grupos de interés se hace más bien recurriendo al cabildeo (lobbying), finalmente, 

el cuarto círculo de decisión, reúne el conjunto de los órganos políticos 

(Parlamento, Congreso, Cámara entre otros).  

 

2.4. Los instrumentos de acción pública en las Políticas Públicas  
 

Las políticas públicas requieren para su ejecución en el territorio, de acciones 

concretas que permitan abordar los problemas y, a través de los elementos 

desarrollados en su formulación, puedan cumplir con los objetivos propuestos. En 

el caso de los procesos de negociación a través de la gobernanza y estos a su 

vez, como espacios para la construcción de políticas públicas locales, suponen la 

necesidad de construir a partir de los elementos del entorno en el territorio, sean 

instituciones, organizaciones, elementos del espacio, elementos culturales entre 

otros, los instrumentos de acción pública para la ejecución de las políticas públicas 

locales.  

De acuerdo con esto, se debe tener en cuenta el abordaje y el concepto general 

de instrumento de acción pública: 

“un instrumento de acción pública constituye un dispositivo a la vez técnico y social que 

organiza unas relaciones sociales específicas entre los poderes públicos y sus destinatarios, en 

función de las representaciones y significaciones de las cuales es portador” (Lascoumes & Le 

Galès,2009, 284). 

Esta definición aborda el asunto de instrumentos de acción pública sobre la 

perspectiva que es necesaria la consecución del método y los actores 

involucrados para la ejecución de las políticas públicas a través de instrumentos 

de acción pública.  
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3. ELEMENTOS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS 
TERRITORIALES DESDE LA GOBERNANZA NEGOCIADA, EN EL 
MARCO DE LAS ACTIVIDADES O PROYECTOS DE LA INDUSTRIA 
PETROLERA EN COLOMBIA  

 

Con base en las herramientas teóricas descritas en el capitulo anterior, el 

objetivo de esta segunda sección, es establecer algunos elementos para la 

formulación, la concertación y la implementación de las políticas públicas de 

desarrollo territorial en municipios donde se ejecutan actividades de la industria 

petrolera en Colombia.  

El presente capitulo está compuesto por dos secciones. La primera constituye el 

marco referencial sobre la generación del proceso de gobernanza negociada como 

respuesta a los conflictos o problemas que se producen por los impactos sociales, 

económicos y políticos que generan los proyectos y actividades de la industria 

petrolera en Colombia. 

En la segunda sección, se aproximará a los argumentos conceptuales sobre el por 

qué los procesos de gobernanza estimulan y son espacios para el desarrollo de 

políticas públicas locales, consagradas en acuerdos que pretenden regular la 

ejecución de proyectos y/o actividades económicas de alto impacto como la 

industria petrolera en Colombia. A partir de esta aproximación, se desglosan tres 

componentes: (i) la configuración de actores, (ii) las redes de políticas públicas, y 

(iii) el referencial de las políticas públicas de desarrollo territorial en el marco de 

las actividades de la industria petrolera en Colombia, teniendo como base el 

enfoque cognitivo de políticas públicas. 

3.1. Elementos de la Industria Petrolera en Colombia frente a las 
comunidades 

 

Las empresas de exploración y de explotación de hidrocarburos en Colombia  

históricamente han realizado  alianzas y han coordinado aspectos de gestión 
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social directamente con las comunidades y con las autoridades públicas 

municipales o locales del territorio de influencia donde han ejecutado los 

proyectos. 

Los proyectos de exploración y de explotación de hidrocarburos se realizan en un 

territorio delimitado físicamente establecido por  el interés geológico de las 

estructuras internas presentes en el subsuelo y también por el área del bloque que 

fue otorgado en concesión por la Agencia Nacional de Hidrocarburos a 

determinada empresa operadora, para que explore y explote los recursos 

naturales presentes en ese territorio o espacio geográfico determinado. Lo que 

implica que los habitantes de ese territorio actúen con sus valores, territorialidad y 

con acciones, territorialización, (Roa, 2011, p. 19) en el proceso de gobernanza 

negociada, dando como resultado la construcción social en dicho territorio (Jolly, 

2010, p 115). 

Inicialmente, la empresa  que va a ejecutar un proyecto relacionado con el sector 

de los hidrocarburos, debe socializar el proyecto ante las autoridades locales del 

territorio y ante las comunidades que integran las veredas del área de influencia 

directa del proyecto, por disposición del Plan de Manejo Ambiental que ha 

aprobado el Ministerio del Medio Ambiente previamente y que sirve como 

instrumento de control para la realización de los proyectos o actividades que se 

realicen en un territorio. 

Por otro lado, las empresas están aplicando políticas voluntarias de  

Responsabilidad Social Empresarial  que han implementado para  la realización de 

sus actividades y que se ven reflejadas en la adquisición  de bienes y servicios  

directamente de la región donde se ejecutan los proyectos, hacen aportes 

voluntarios de inversión social y de bonos y pagos adicionales a los salarios de los 

trabajadores en algunas ocasiones, lo que ha generado que las comunidades les 

exijan a todas las empresas los mismos aportes o más de lo que algunas les han 
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entregado y este es un motivo que genera muchos conflictos sociales en la 

actualidad. 

Se denomina área de influencia directa a las comunidades de las veredas sobre 

las cuales se realiza un proyecto o actividad y sobre las cuales se generan 

impactos socio ambientales, con ellas hay que socializar el proyecto, la demanda 

de bienes y servicios, la mano de obra que se va a requerir para ejecutar el 

proyecto, las tarifas y salarios que se van a pagar. 

Y son precisamente estos aspectos económicos los que generan los conflictos 

entre los actores sociales presentes ya que las comunidades se han organizado 

en Asociaciones, Cooperativas, Organizaciones y demás,  que procuran siempre 

obtener un mayor beneficio económico por concepto de salarios, pre vendas y 

mejores tarifas por la adquisición de bienes y servicios, condicionando muchas 

veces el inicio y la ejecución del proyecto a la aceptación de estos aspectos por 

parte de las empresas. 

Este tipo de conflictos se generan por la particularidad y características propias de 

la industria de los hidrocarburos en la que las actividades o proyectos se tienen 

que socializar con las autoridades y comunidades debido a los impactos socio 

ambientales que se generan en los territorios y que requieren de la participación 

directa de quienes en ellas habitan y que están contempladas en los Planes de 

Manejo ambiental, situación específica del sector de los hidrocarburos y que  no 

sucede con otras industrias. 

La ejecución de estos proyectos a través del tiempo, generó que se haya pasado 

de la aplicación inicial de unas políticas voluntarias de responsabilidad social 

empresarial, por parte de la empresa privada que realiza los proyectos de 

exploración y explotación, a la implementación de procesos de gobernanza 

negociada con el fin de garantizar una buena gestión para obtener la viabilidad del 

proyecto  y de proteger y garantizar los intereses económicos, políticos y sociales 
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que generan la ejecución de los proyectos entre los actores sociales involucrados 

en el proceso. 

Estos procesos involucran a una multiplicidad de actores, como  las comunidades 

del área de influencia del territorio especifico a explorar y a los gobernantes 

locales de esos territorios; debido a esta intervención socio política, se genera 

también una gobernanza territorial, en la que las autoridades locales, actúan como 

voceros de los intereses de sus comunidades, como lo indica Jolly (2010, p 48). 

Todo proceso de gobernanza busca contribuir a la estabilidad de una sociedad y 

de un régimen político, con el fin de alcanzar unos objetivos definidos y discutidos 

colectivamente, (Le Galès, 2009, p. 261), entre varios actores sociales, quienes 

manifiestan sus diferencias y sus intereses, socio económicos y políticos, lo que 

conlleva a una generación de conflictos (Jolly, 2010, p. 101)  y para solucionarlos, 

se establece un escenario de mediación social, a través de una gobernanza 

negociada, la cual busca llegar a decisiones satisfactorias para todos los actores 

participantes para resolver los conflictos por medio de la negociación y la 

cooperación (Le Galès, 2009, p. 265). 

Como las autoridades locales del territorio de influencia intervienen en el proceso 

de negociación, los acuerdos surgen un proceso en la agenda política y en 

algunas ocasiones se implementan en las comunidades como unas políticas 

públicas locales, (Thoenig, 2009, p 334), las cuales van a tratar de regular los 

desajustes sociales y a regular los aspectos sociales, económicos y políticos que 

se manifiestan en el entorno territorial donde se desarrolla el proyecto de 

exploración, explotación o transporte en el sector de los hidrocarburos. 

Cabe aclarar que no siempre las autoridades locales participan activamente en la 

coordinación y en la construcción de los aspectos de gestión social de estos 

proyectos, algunas veces actúan pasivamente y no se involucran en los procesos 

de gobernanza negociada, dejando que las empresas concerten directamente con 

las comunidades de sus áreas de influencia. Para el caso de esta investigación se 
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tomó como objeto de análisis los casos en los que las autoridades locales sí tienen 

participación activa y directa, actuando como voceros de los intereses de las 

comunidades que habitan su territorio.  

Desde la apertura económica que se empezó a producir en el país a inicios de los 

años 90´s el sector de los hidrocarburos ha aumentado su productividad con la 

llegada de empresas extranjeras y la creación de empresas nacionales dedicadas 

a la exploración y explotación de hidrocarburos en todo el territorio nacional, lo que 

ha llevado a que la industria llegue a territorios  en donde nunca antes  habían 

llegado empresas de ningún tipo y que aumenten las exigencias por parte de las 

comunidades organizadas (sociedad civil) y las autoridades locales, generando 

más conflictos y por ende un número mayor de  procesos de gobernanza 

negociada. 

Dentro de las demandas más frecuentes se encuentran los salarios, la adquisición 

de bienes y servicios, los aportes de inversión social y el pago de afectaciones los 

terrenos y los cultivos, muchas veces sobre tarifas relativamente altas en 

comparación a otras actividades económicas de alto impacto en Colombia. Este 

fenómeno se debe en parte a que culturalmente se relaciona la industria petrolera 

con grandes flujos de capital y ganancias a las empresas muy por encima de otro 

tipo de actividades.  

La falta de legislación desde el Gobierno Nacional, es decir, una ‒lógica vertical 

sectorial‒, que permita consolidar bases jurídicas explicitas y especificas que 

regulen las actividades socio económicas de los proyectos de exploración y de 

explotación de hidrocarburos en Colombia, aumenta el riesgo de conflictos entre la 

industria petrolera y la población civil, los cuales muchas veces se traducen en 

paros, bloqueos y protestas de las comunidades frente a industria petrolera, 

aumentando exigencias y expectativas de las mismas.  

La decisión sobre estos asuntos debe salir entonces de la aplicación de una lógica 

horizontal territorial, mediante los procesos de la gobernanza negociada,  en 
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donde la empresa se convierte en un actor líder, guiando el proceso junto con las 

autoridades locales y las comunidades que hagan parte del territorio en donde se 

desarrolla el proyecto. 

De esta manera la empresa genera la realización  de una gobernanza negociada, 

ya que hace que una multiplicidad de actores, como las autoridades locales y 

comunidades del área de influencia se permita  coordinar, concertar y negociar las 

propuestas que realiza la empresa privada mediante escenarios de mediación 

social que permitan la viabilidad del proyecto.   

3.2. La Gobernanza Negociada como respuesta a los conflictos: 
impactos sociales, económicos y políticos que general los 
proyectos y actividades de la Industria Petrolera en Colombia 

  

Teniendo en cuenta los conceptos analizados en el primer capítulo de esta 

investigación, la articulación entre la gobernanza empresarial y la gobernanza 

territorial busca la formación de la gobernanza negociada, producto de la 

concertación entre los actores sociales que intervienen en el proceso para 

concertar la solución de los diferentes problemas o conflictos que se presentan en 

un territorio determinado. 

Centrando el tema específicamente en los territorios en los que se ejecutan 

actividades relacionadas con la Industria petrolera en Colombia, se pueden 

identificar desacuerdos y problemas para la ejecución de los proyectos o 

actividades entre los diferentes actores sociales presentes en el área de influencia, 

lo que ha demandado la necesidad de construir escenarios de gobernanza 

negociada que conducen, en algunos casos, a la implementación de políticas 

públicas de desarrollo territorial con el objetivo de regular los impactos sociales 

que se generan con la ejecución de los proyectos o actividades en dichos 

territorios. 
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Estos impactos en las comunidades y el territorio, son evidentes desde la 

perspectiva del cambio el sobre el cual se pueden identificar tres dimensiones (i) la 

de cambio físico, correspondiente a un cambio en el ordenamiento y configuración 

del territorio, infraestructura y uso del espacio, (ii) la de un cambio social, que 

obliga a la transformación de la comunidad en  relación con el territorio, actividad 

económica, ruptura de prácticas culturales, inserción de nuevas  formas de 

interpretación entre otros y, (iii) la de un cambio político el cual exige que las 

instituciones y el gobierno local adopte formas y roles particulares y un grado 

complejo de organización social entendido como la formación de grupos de interés 

local, organizaciones de base y otro tipo de organización y representación de la 

sociedad civil.  

3.2.1. Un marco referencial de la Gobernanza Negociada para regular los 
problemas que generan las actividades de la Industria Petrolera en 
Colombia: la configuración de los actores 

 

Las empresas de exploración y de explotación de hidrocarburos en Colombia, 

históricamente han realizado alianzas, coordinando con las comunidades y con las 

autoridades públicas locales del territorio de influencia, aspectos de gestión social 

y económica local en los lugares de ejecución de sus proyectos. 

La industria petrolera ha permitido que el proceso de territorialización de los 

municipios adquiera características particulares y diferenciales que son notables 

en comparación con territorios donde ésta no ha tenido influencia directa. 

Con el tiempo, el desarrollo de proyectos ha generado un cambio desde el estricto 

cumplimiento de las obligaciones sociales contenidas en los Planes de Manejo 

Ambiental regulados por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible,  hacia 

la aplicación  de políticas voluntarias de responsabilidad social empresarial en 

escenarios de gobernanza negociada con el fin de garantizar una buena gestión 

para obtener la viabilidad social del proyecto, de proteger y garantizar los intereses 
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económicos, políticos y sociales de todos los actores que intervienen en el 

proyecto o actividad. 

Tal como lo describe el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, todos los 

impactos deben ser, primero, identificados y concertados con las comunidades de 

influencia para incluirlos en el Plan de Manejo Ambiental. En una segunda etapa 

del proceso, las medidas de manejo para cada uno de esos impactos identificados 

deben ser incluidas en los Planes de Manejo Ambiental y deben ser cumplidas por 

las empresas que los causan y tercero, los impactos deben tener un manejo 

preventivo, de mitigación o de compensación hacia las comunidades del área de 

influencia que son las afectadas. 

Sin embargo, existen acciones que generan impacto social y no son reguladas a 

través de los Planes de Manejo Ambiental o desde los Estudios de Impacto 

Ambiental tales como la intermediación de empresas para la contratación de la 

mano de obra formada y no formada a nivel local, los salarios, las tarifas de bienes 

y servicios, los aportes de inversión social y los beneficios extralegales. Lo anterior 

conlleva a que los diversos actores sociales interpongan sus intereses particulares 

para la mayor obtención de beneficios lo que aumenta el riesgo de la creación de 

conflictos sociales entre los actores participantes. Este escenario pone en 

consideración y hace válida la implementación de procesos de gobernanza 

negociada con el objetivo de tratar los desacuerdos y de iniciar la búsqueda de 

soluciones concretas. 

Estos procesos involucran unos tipos de actores como  las comunidades del área 

de influencia del territorio especifico, las empresas que ejecutan las actividades y 

los gobernantes locales de esos territorios. Desde esta perspectiva, la actividad de 

la industria petrolera tiene la característica propia, más no exclusiva, de influir de 

manera muy profunda y directa sobre el territorio, lo que lleva a una eventual 

transformación del mismo para garantizar la continuidad del negocio. Estas 

acciones suponen cambios en las dinámicas sociales locales por lo cual, debido a 
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esta intervención socio política, es útil y necesaria la implementación de un 

proceso de gobernanza territorial, en la que las autoridades locales, actúan como 

voceros de los intereses de sus comunidades. (Jolly 2010). Adicionalmente a los 

intereses colectivos, este escenario puede estimular intereses económicos y 

políticos particulares.  

Como bien lo señala Le Galès, (2009, p. 261), todo proceso de gobernanza busca 

contribuir a la estabilidad de una sociedad y de un régimen político, con el fin de 

alcanzar unos objetivos definidos y discutidos colectivamente, entre varios actores 

sociales, quienes manifiestan sus diferencias y sus intereses socio económicos y 

políticos, lo que conlleva a una generación de conflictos debido a las diversos 

intereses y propuestas. (Jolly, 2010, p. 101). 

Parte de las respuestas para resolver o simplificar estas complejidades han venido 

de los actores ya señalados, es decir, de las comunidades, de la industria 

petrolera y de los gobiernos locales. Las comunidades han desarrollado formas de 

organización con un grado de complejidad mayor que en otros territorios y  la 

industria petrolera ha reconocido en el proceso de negociación, una forma de 

mitigar y reducir la posibilidad de conflictos. A su vez, los gobiernos locales 

cumplen con la obligación de aplicar los instrumentos jurídicos vinculantes que 

provienen del nivel central y, en el caso de que estos no sean suficientes, han 

creado otros mecanismos a manera de políticas públicas locales para estimular y 

garantizar los espacios de negociación.  

Es justamente en esos procesos descritos que se han generado escenarios de 

concertación y participación comunitaria en los que se evidencian procesos de 

gobernanza negociada ya que en ellos participa el Estado que regula a través del 

Ministerio de Ambiente y las autoridades locales, las comunidades de las áreas de 

influencia de los territorios a intervenir y las empresas que van a ejecutar 

proyectos y actividades en dichos territorios.  
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Los procesos de gobernanza han sido históricamente los espacios en los cuales 

se ha concertado, tanto con las autoridades locales como con la población, las 

actividades y acciones propias de la industria petrolera que generan impacto en 

las comunidades que habitan y conviven en un territorio determinado. 

Estos escenarios de concertación entre la industria petrolera, las comunidades y 

los gobiernos locales, cumplen de manera general y suficiente, lo que describiría 

Le Galès como la gobernanza negociada, concepto desarrollado y explicado en 

el primer capitulo de esta investigación.  

El concepto de gobernanza negociada según lo dicho en el primer capitulo, cuenta 

con unas características particulares. Sin embargo, la gobernanza negociada 

aplicada en los procesos que tienen que ver con la industria petrolera en 

Colombia, las comunidades y las autoridades locales, se construye a partir de 

rasgos de la gobernanza empresarial y la gobernanza sociopolítica o territorial.  

Cuando estos dos procesos de gobernanza confluyen en el escenario de la 

ejecución de los proyectos y/o actividades de la industria de los hidrocarburos, se 

abre un espacio para el desarrollo de la gobernanza negociada, cuyo objetivo 

central es regular mediante la concertación las actividades socio económicas que 

se van a implementar  durante la ejecución del proyecto o actividad, en un 

territorio determinado, previniendo de esta forma la generación de conflictos 

sociales, políticos y económicos y regulándolos a través de políticas publicas 

locales. 

Los elementos (actividades, problemas, demandas y necesidades) que se regulan 

o se concertan en la gobernanza negociada pueden traducirse a nivel local 

(municipios) en políticas públicas locales o territoriales pues en ella intervienen las 

autoridades de gobierno cuya función es llevar a cabo una agenda pública local.  

Teniendo en cuenta las características sociales, económicas y políticas propias 

que se generan en la ejecución de los proyectos y/o actividades de hidrocarburos, 
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lo que posibilita referirse a la Escuela Francesa de Política Pública donde “el 

enfoque francés la política pública es más que un instrumento de gobierno, y debe 

entenderse también como paradigma y escenario de mediación social y política 

que busca reconstruir los desajustes sociales; en otras palabras, un vector de 

gobernanza”. (Cuervo, en Muller, 2010, p 17). 

Según Cuervo en ella se ve reflejado el concepto de gobernanza como una forma 

de gobernabilidad en los territorios, teniendo en cuenta a varios actores sociales 

que conducen a regular un problema determinado en la comunidad, coordinando y 

construyendo de manera colectiva, las políticas públicas locales, como respuesta 

a los desajustes sociales que se presentan en su entorno. 

En este escenario, se considera importante tener en cuenta que parte de la 

necesidad de generar espacios de negociación y participación en estos casos, 

puede responder a dos necesidades comunes de los actores; (i) desde una 

perspectiva económica, la de reducir costos de transacción en términos de 

esfuerzo, tiempo y reducción y prevención de conflictos, y (ii) la aplicación de  

procesos de gobernanza en el tiempo configuran experiencias que pueden 

contribuir sustancialmente a la creación de instrumentos formales –políticas- para 

facilitar los procesos de negociación y generar acciones de comunicación entre el 

gobierno del territorio y la gobernanza de los territorios.  

 

Los procesos de gobernanza negociada aprovechan satisfactoriamente estas dos 

necesidades. Sin embargo, los procesos de gobernanza son recurrentes para la 

negociación entre los actores. Esta situación de recurrencia pone en riesgo a las 

autoridades locales, a la organización social y a los intereses de la industria 

petrolera, en la medida en que existe un desgaste del proceso de gobernanza, lo 

que puede resultar en carencia de legitimidad y a exigir de parte de los actores 

mayor inversión de recursos, y por lo tanto, un aumento en los costos iniciales 

estimados de inversión y transacción, tal como se expone en la gráfica 9. 
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Ilustración 7: Proceso de Gobernanza Negociada. Fuente: Construcción propia 

Sobre la segunda necesidad de los actores, la creación de instrumentos formales, 

es posible por medio de los procesos de gobernanza, siempre y cuando se pueda 

concluir que la creación de dichos instrumentos contribuirá a reducir costos de 

transacción y generar parámetros generales y transversales a las negociaciones. 

 

La necesidad de crear un instrumento transversal, formal y que establezca 

parámetros de negociación, puede estar ligada a la necesidad de interrumpir o 
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cambiar experiencias de negociación prolongadas en el tiempo y/o experiencias 

difíciles en los procesos de ejecución y cumplimiento de la negociación pactada. 

3.3. Las Políticas Públicas de Desarrollo Territorial que regulan la 
ejecución de proyectos y actividades de la Industria Petrolera en 
Colombia 

 

En varios municipios de Colombia en los que se realizan proyectos o actividades 

relacionadas con la industria de los hidrocarburos, las autoridades locales buscan 

mecanismos para dar solución a los problemas sociales, económicos y políticos 

que estas generan en sus territorios a través de procesos de gobernanza 

negociada que producen acuerdos y, en algunas ocasiones, se implementan a 

través de políticas públicas locales. 

Según esta situación, las autoridades tienden a actuar en el sentido del modelo 

político de gobierno local que menciona Nickson, el cual hace énfasis en el papel 

que deben cumplir las autoridades locales de ser voceros de los intereses y de las 

necesidades de la comunidad. Por esto, en el proceso de gobernanza, la 

participación activa de las autoridades locales es necesaria, pues al ser elegidos 

popularmente se convierten oficialmente en los representantes de la comunidad 

para, entre otras cosas, dar solución a los problemas que ellas manifiesten 

públicamente.  (Nickson citado en Jolly, 2010, pp. 44 - 48). 

Si la empresa que va a ejecutar los proyectos o las actividades de explotación o 

de exploración propias de la industria petrolera en un territorio no recibe 

aceptación de sus propuestas por parte de los grupos de interés, es decir, de las 

comunidades del área de influencia y de las autoridades locales, se iniciará el 

proceso de gobernanza negociada en la que concertarán los aspectos sobre los 

cuales no se hayan llegado a acuerdos para darle viabilidad a la ejecución de los 

trabajos. 
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De esta forma, la lógica horizontal territorial, sustentada en los procesos de 

gobernanza, es la base para establecer la interacción de los actores sociales. 

Estos espacios crean mecanismos que coordinan procesos a través de la 

movilización de redes en donde el papel que juegan los actores es de vital 

importancia en las concertaciones que se realizan.  

Existen algunos casos en municipios de Colombia en los que las actividades y 

proyectos de la industria petrolera son tan frecuentes y generan tantos conflictos 

sociales que las autoridades locales han decidido implementar los acuerdos a los 

que se han llegado con varias empresas en procesos de gobernanza negociada, 

como políticas públicas locales, que buscan regular los impactos en aspectos 

económicos políticos y sociales que se generan con la ejecución de los proyectos. 

 “Un problema político es necesariamente un construido social, cuya configuración dependerá de 

múltiples factores propios de la sociedad y del sistema político implicado. La cuestión no es saber 

si tal problema es “en sí” político, sino demostrar los mecanismos concretos que determinan la 

inscripción de este problema en la agenda del decidor”. (Muller (2002, p 75). 

Según el escenario en el que se lleve a cabo el proceso de gobernanza 

negociada, serán las autoridades locales las encargadas de decidir si los acuerdos 

establecidos o concertados en dicho proceso se quedan ahí o se inscriben en un 

acuerdo municipal para que sea aprobado e implementado como política pública 

local y de esta convertir una intención y necesidad en un instrumento jurídico 

vinculante. 

Es posible entonces, afirmar que la implementación de estas políticas públicas 

territoriales buscan el mejoramiento de las relaciones y de las concertaciones 

entre empresas y comunidades en los procesos de gobernanza negociada, ya que 

se busca que estas políticas públicas regulen la totalidad de impactos sociales 

económicos y políticos que producen los proyectos y/o actividades que se 

ejecutan dentro de su jurisdicción. Para argumentar este planteamiento, se reitera 

la importancia del  enfoque francés de  política pública explicado anteriormente en 

el presente capítulo. 
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Son entonces las autoridades locales a quienes les compete tanto la 

administración como la provisión de los servicios públicos  y dentro del modelo 

político “actuar como el vocero de los intereses comunes de la comunidad para la 

elaboración de políticas públicas” (Jolly, 2010, p 48).  

De esta manera, las autoridades locales están asegurando que todas las 

empresas que lleguen a su territorio a ejecutar proyectos o a realizar trabajos de 

cualquier índole, cumplan con las políticas públicas que ellas implementen para 

regular los impactos o los conflictos que genere su presencia en el territorio. Como 

bien lo describe Thoenig, (2010 p 334),  “el concepto de política pública designa 

las intervenciones de una autoridad investida de poder público y de legitimidad 

gubernamental sobre un campo especifico de la sociedad o del territorio”.  

Sin embargo, cabe anotar que muchos de los acuerdos y concertaciones que se 

producen en los procesos de gobernanza negociada no se implementan como 

políticas públicas en los territorios de influencia de los proyectos o de las 

actividades donde tiene presencia la industria de los hidrocarburos, pues la 

transformación de un problema en objeto de intervención política es el producto de 

un trabajo especifico, realizado por actores políticos que, a veces, provendrán del 

sindicalismo, del mundo de la política, de las asociaciones de ciudadanos o de 

grupos creados circunstancialmente (Muller, 2010, p, 78). Quienes deciden si se 

implementan como políticas públicas o no son las autoridades locales a través de 

la aprobación de acuerdos municipales o de ordenanzas departamentales. Vale la 

pena mencionar que estos instrumentos no son en sí mismos la aplicación de la 

política pública, teniendo en cuenta que hace falta explorar sobre los mecanismos 

de acción pública que permiten ejecutarla y hacerla vinculante y articulada sobre 

las partes involucradas.  

Estos instrumentos deben incluir mecanismos no solo jurídicos sino también de 

integración entre las partes a manera que, por un análisis de costo beneficio, se 
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pueda inferir que es menos costoso cooperar y llegar a un acuerdo según el marco 

de acción de la política pública.  

El papel fundamental de dichos actores, es decir, de las autoridades locales o 

departamentales que desarrollan las políticas públicas -que Padioleau nombra 

como empresarios políticos o mediadores-, consiste en traducir el lenguaje de la 

sociedad en lenguaje de la acción pública, y a su vez, en formular el problema en 

un lenguaje aceptable por las elites políticas”. (Muller, 2010, p 78). 

Para poder ilustrar mejor este punto, se considera pertinente analizar a John 

Kingdon quien muestra la necesidad de distinguir diferentes corrientes cuya 

convergencia permite entender el surgimiento de una política a saber: (i) la 

corriente de los problemas; como unos eventos o unas movilizaciones de grupos 

sociales hacen surgir un problema, (ii) la corriente de las políticas, Como se 

definen las soluciones de los problemas, especialmente por parte de los expertos, 

y (iii) la corriente política: como se integran las restricciones específicamente 

políticas, ligadas sobre todo con las elecciones. Solo cuando estas corrientes 

convergen es cuando puede abrirse la ventana política. Así mismo, de manera 

más general, las políticas públicas constituyen desde ahora, el marco  través del 

cual, cada vez más, las sociedades modernas van a definir la extensión y el 

alcance de los problemas que ellas se plantean a sí mismas. De igual manera, 

indican la naturaleza de los instrumentos que ofrecen para encargarse de ellos: las 

políticas públicas son, entonces, el lugar donde las sociedades definen sus 

relaciones con el mundo y consigo mismas. (Muller, 2010, p 79). 
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3.4. Las Políticas Públicas de Desarrollo Territorial  
 

Las políticas públicas enfocadas a contribuir con el desarrollo del territorio en el 

que son implementadas, pueden ser enfocadas básicamente desde dos 

perspectivas, desde el desarrollo económico y/o desde el desarrollo social, 

teniendo en cuenta que el desarrollo es un proceso localizado de cambio social 

sostenido, que tiene como finalidad última el progreso permanente de la región, de 

la comunidad regional como un todo y de cada individuo residente en ella según 

Boisier (2001, p 15). 

 

Estos cambios sociales y el concepto de progreso dentro del desarrollo suponen 

una construcción a partir de diferentes puntos de vista que no necesariamente son 

complementarios y afines, por lo contrario, pueden ser paralelos o disímiles unos 

de otros.  

 

En el caso de la industria petrolera, las empresas que ingresan en un territorio a 

realizar trabajos específicos deben cumplir con unas cláusulas dentro del contrato 

que incluyen entre otras, el cumplimiento de las obligaciones sociales que 

contienen los Planes de Manejo Ambiental, en un módulo llamado “Información y 

comunicación” en la que las empresas tienen la obligación de socializar todos los 

proyectos, contratos y demás las actividades que van a ejecutar en el territorio.  

 

De esta manera, las comunidades, autoridades locales, asociaciones, sindicatos y 

otras formas de organización, tienen la oportunidad de manifestar sus inquietudes, 

intereses y propuestas, aumentando la posibilidad de conflictos entre los actores 

sociales participantes y la industria petrolera, lo que a su vez, aumenta el riesgo 

en el avance de la ejecución de los proyectos o actividades. 

 

Este panorama, es una aproximación a  la génesis de la gobernanza negociada en 

la que los actores sociales que participan en este proceso buscan acuerdos, 
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concertando los aspectos que son motivo de la discordia. Cada uno de estos 

actores sociales busca sus propios beneficios y tiene sus propios intereses. 

Debido a la autonomía de las autoridades locales sobre la disposición y la 

regulación de acciones que se ejecuten en su territorio con el objetivo de contribuir 

al desarrollo del mismo. 

3.4.1. Temas en la agenda en un proceso de Gobernanza Negociada entre 
la Industria Petrolera y las comunidades en las zonas de influencia  

 

De manera concreta, es necesario identificar los temas que regularmente son 

negociados por las empresas y las comunidades en los procesos de gobernanza 

negociada.  

 

Los temas específicos que mas se concertan en el marco de la gobernanza 

negociada son (i) los mecanismos de intermediación laboral: representado 

principalmente en las  Asociaciones de desempleados, de trabajadores, de 

desplazados  quienes remitan la mano de obra formada y no formada del territorio. 

Las Juntas de Acción Comunal son quienes históricamente han remitido al 

personal, están siendo manipuladas por estas asociaciones para que sea a través 

de ellas que se contrate al personal, (ii) los salarios y beneficios para la mano 
de obra formada y no formada: se debe incluir estas tarifas salariales y 

beneficios extra contractuales en el proceso de concertación, ya que las 

comunidades, asociaciones y autoridades tienen sus propias tarifas y la empresa 

que va a realizar los proyectos tienen otras, (iii) las tarifas de Bienes y Servicios: 

se  las cooperativas de transportadores presentes en el territorio donde se van a 

ejecutar los proyectos, también se deben concertar precios de alquiler de 

vehículos, muchas veces con la intermediación de las autoridades municipales, lo 

mismos que con las comunidades y micro empresas que ofrecen alquiler, venta o 

suministro de servicios como alojamiento, alimentación, papelerías, entre otros, y 

(iv) aportes de Inversión social donde las comunidades y autoridades en 

muchos municipios del país, apelan a la Responsabilidad Social de estas 
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empresas, para solicitar aportes de inversión social, lo cual no es obligatorio 

legalmente, los que se traduce en aportes voluntarios por los proyectos que se 

realizan en un territorio, en esta caso no estamos tratando de las regalías que 

como se sabe, son obligatorias por parte de las empresas operadoras de la 

Industria petrolera. 

 

Siendo estos 4 aspectos los más sensibles socialmente en el proceso de 

gobernanza negociada, algunas autoridades locales de varios municipios como 

San Martin y Cicuco en Bolívar, han implementado políticas publicas de desarrollo 

económico que regulan estos temas. Por otro lado, Villavicencio (Meta), 

Barrancabermeja (Santander) y la gobernación del  Meta, han empezado a 

construir herramientas e instrumentos desde la  gobernanza negociada buscando 

como meta final llegar a acuerdos que permitan la implementación de políticas 

públicas de desarrollo territorial. 

 

El cumplimiento de los objetivos de estas políticas publicas de desarrollo territorial, 

es posible en territorios donde habitan comunidades organizadas colectivamente, 

articuladas con objetivos comunes y que tienen un entorno social articulado. Esta 

afirmación se hace en referencia según Cardoso (2012) a que el desarrollo 

territorial busca “la transformación de los sectores productivos, el incremento de la 

producción y la generación de empleo, la satisfacción de necesidades y garantía 

de libertades para la sociedad en general. Donde se encuentra un equilibrio entre 

el desarrollo y el crecimiento económico”. (Cardoso 2012, p 45) 

Estas condiciones en lo local son evidentes en la medida en que las comunidades 

y los gobiernos locales que pertenecen a los territorios en los que la industria 

petrolera tiene presencia, se han capacitado y formado en temas laborales, 

jurídicos, sociales, económicos y políticos, participando y utilizando estos 

conocimientos en escenarios de la gobernanza negociada, buscando el desarrollo 

económico, social y político de sus regionales, logrando así características de  
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desarrollo endógeno en el territorio, concepto explicado y desarrollado en el 

primer capitulo de esta investigación.  

3.4.2. La configuración de actores en las Políticas Públicas de Desarrollo 
Territorial  

 

Quienes participan en la construcción de las políticas públicas de desarrollo 

territorial hacen parte esencial y primordial del proceso de  gobernanza negociada, 

pues ésta se realiza por medio de su asociación y coordinación para discutir y 

alcanzar objetivos definidos. Como lo indica Muller, (2010, p. 84), “los individuos 

actúan en función de sus intereses y sus preferencias políticas, están 

determinadas por una lógica que relaciona el costo y los beneficios de las 

decisiones tomadas”, y se reúnen de acuerdo a sus intereses y objetivos en 

común.  

El conocimiento de los intereses y  de los comportamientos de los actores que 

intervienen, es parte fundamental en la formulación de las políticas públicas. 

Cuando se busca entender los procesos que conducen a la elaboración y a la 

puesta en marcha de una política pública, es indispensable abrir la caja negra, lo 

que significa identificar los actores que participan en el policy making para analizar 

su estrategias y entender las explicaciones de sus comportamientos”. Muller 

(2010, p. 84) 

Los actores se basan en la precepción que posean sobre la  realidad del entorno 

social donde viven y, de acuerdo a éste, van a estructurar el análisis del problema, 

la elaboración y la puesta en marcha de las políticas públicas, tal como se aborda 

en el primer capítulo de este documento. 

Cada uno de los actores sociales que participan en la elaboración de  políticas 

públicas de desarrollo territorial enfocan sus intereses de tipo económico, político y 

social representando a un sectores diversos de la sociedad, por lo cual los puntos 

de vista y abordajes sobre un asunto particular pueden tener diversas 
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interpretaciones tanto del actor como de los interlocutores involucrados en el 

proceso.  Estos abordajes procuran traducirse en necesidades y solicitudes que 

son, o esperan ser, recogidas para la elaboración de las políticas públicas locales.  

3.4.2.1. Los Actores  
 

Cuando se mencionan a los actores, también se tiene en cuenta a los gobiernos 

locales y al conjunto de instituciones presentes en un territorio. No obstante, el 

gobierno local tiene una doble función en los procesos de construcción de políticas 

públicas; (i) la de actor con intereses y subjetividades, y (ii) la de liderar el proceso, 

teniendo en cuenta que son los agentes regidores y los actores gobernantes en el 

territorio. De manera concreta, se reconocen al concejo municipal, los personeros, 

los alcaldes, los gobernadores y los diputados como estos agentes que lideran los 

procesos en políticas públicas locales. Esta función de liderazgo incluye el papel 

de mediador entre las otras partes que participan en el proceso. Tal como se 

muestra en la gráfica 10. 

 

Ilustración 8: Proceso de Gobernanza Negociada. Fuente: Construcción propia 
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Como parte del escenario de actores, las comunidades son en esencia los 

principales, tanto en los procesos de gobernanza como en la implementación de 

las políticas públicas de desarrollo territorial. Esta afirmación se hace bajo la idea 

que la totalidad de estas acciones, incluyendo los intereses de la industria 

petrolera, se constituyen bajo el principio de desarrollo, el cual es en esencia 

colectivo y no en procura de un interés individual o particular en sentido estricto.  

Los actores de la llamada sociedad civil que están presentes de manera 

transversal en los procesos de negociación, gobernanza y formulación de políticas 

públicas, se concretan a través de las asociaciones, organizaciones, cooperativas, 

colectivos y/o sindicatos que, de manera general, buscan recoger los intereses de 

la comunidad frente a las dinámicas económicas y sociales alrededor de la 

industria petrolera en lo local.  

En el caso de los procesos que competen a la construcción e implementación de 

políticas públicas de desarrollo económico en lo local, se debe tener en cuenta 

que la industria petrolera de manera formal no hace parte de dichos procesos, ya 

que son empresas con un interés no colectivo que se espera que no influyan de 

manera directa o pongan sus intereses en estos procesos de construcción. Sin 

embargo, estas políticas públicas son desarrolladas justamente a partir de las 

dinámicas ejercidas por la industria, tal como se ha reiterado en este documento.  

Retomando los conceptos trabajados en el capitulo primero de esta investigación y 

los círculos de decisión de Muller (2009, se tendrá en cuenta para el caso 

específico de las redes de actores que intervienen en la implementación de las 

políticas públicas de desarrollo territorial que regulan las actividades de la industria 

petrolera, el círculo número 3 ó el referente a los socios externos del Estado. De 

acuerdo con esta aproximación, se considera que en este círculo intervienen todos 

los actores sociales que se han identificado y que participan activamente en la 

conformación de las redes de actores que concertan y elaboran dichas  políticas 

públicas.  
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3.5. Las redes de Políticas Públicas de Desarrollo Territorial en el 
marco de las actividades de la Industria Petrolera en Colombia  

 

Sobre este punto, es necesario retomar el concepto de redes de políticas públicas, 

como lo escriben Patrick Kennis y Volker Schneider, citados en Muller (2010, p. 

98) y expuesto en el capitulo primero. Sobre las redes de políticas públicas se 

puede decir que: 

… permiten  tomar en cuenta una muchedumbre de fenómenos que cuestionan las 

visiones clásicas de la acción pública […] [E]stos fenómenos son la multiplicación y 

diversificación de los actores quienes participan en las políticas públicas, la sectorización, 

la fragmentación y la descentralización del Estado, el debilitamiento de las fronteras entre 

lo público y lo privado, la importancia creciente de los actores 'transnacionales' y, más, 

generalmente, la estructura cada vez más compleja de los sistemas de decisión públicos, 

ligada especialmente a la interdependencia creciente de los sistemas de información.  

 

En otras palabras, la conformación de redes se conforman a partir de los intereses 

comunes que las unen libremente la identificación de problemas, la concertación 

de los mismos, los beneficios a solicitar y la posterior formulación e 

implementación de las políticas públicas de desarrollo territorial, cuando las 

autoridades locales así lo deciden.  

Así mismo, los procesos de gobernanza negociada las redes de políticas públicas 

están abiertas para la multiplicidad de actores que las quieran integrar de acuerdo 

a los intereses comunes. Sin embargo, es importante establecer los límites en su 

uso y aplicación según el tipo y tema de concertación.  

La red permite reconstruir las lógicas en función de las cuales van a asociarse 

estos actores. De acuerdo con esto, “una de las funciones más importantes de las 

redes de políticas públicas, es ser el lugar donde se construyen los diagnósticos y 

las soluciones que van a desembocar en la decisión política: las redes son unos 

lugares de producción de la significación de las políticas públicas”. (Muller, 2010, 
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p. 102). Igualmente, “se podrían así evidenciar agrupamientos alrededor de 

intereses profesionales y gremiales alrededor de la defensa de intereses 

específicos y agrupamientos alrededor de una adhesión a cierta visión de la 

acción pública” (Muller, 2010, p 101). 

Estas políticas públicas que se concertan y se implementan con la participación de 

una red de actores sociales, enfocan y estimulan el desarrollo endógeno del 

territorio donde esa participación de redes y de los actores sociales que la 

integran, las hacen democráticas y participativas por lo cual pueden ser legítimas y 

aceptadas para su implementación. 

Por otro lado, la frontera entre lo público y lo privado también ha contribuido a la 

generación de políticas públicas concertadas entre las redes de actores que 

participan en el proceso de gobernanza negociada. Como se dijo anteriormente, si 

bien la industria petrolera no es parte de la esfera pública, influye 

considerablemente en las decisiones públicas a todo nivel. Esta influencia se 

puede dar por muchos factores, entre los cuales se pueden identificar, (i) la 

permanencia en el tiempo de la industria petrolera en el territorio, y (ii)  el impacto 

social que puede generar un proyecto en el territorio. En la medida en que estos 

dos factores se presenten, es posible la creación de un espacio donde se plantee 

la construcción de políticas públicas concertadas.  

Según el autor R.A.W. Rhodes citado en Le Galés (2009), distingue cinco tipos de 

red, desde la más abierta, hasta la más cerrada: 

1. Red temática; reúne a los actores alrededor de un problema o de una 

reivindicación como la defensa de un proyecto de ley. Los participantes de 

la red pueden ser numerosos, su identificación con la red es variable (unos 

miembros pueden salirse, otros entrarse a la red) y la interdependencia 

entre los participantes se limita al tema de la red. 
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2. Red de productores: Se organiza alrededor de un interés económico 

específico, que genera relaciones de interdependencia relativamente 

limitadas. 

3. Red inter gubernamental: se refiere al agrupamiento en el plano 

horizontal, de autoridades locales o territoriales. 

4. Red profesional (o sectorial): remite a la existencia de profesiones 

(gremios) organizadas en el plano vertical y fuertemente unidas alrededor 

de una competencia específica que valora la separación con otras redes. 

5. La comunidad de política pública finalmente, que corresponde a una 

configuración estable en el seno de la cual unos miembros seleccionados e 

interdependientes, en el plano horizontal y a la vez vertical, comparten un 

número importante de recursos comunes y contribuyen a la producción de 

un output común. 

De acuerdo a esta clasificación el tipo de red de actores que se aplica a los 

proyectos y/o actividades de la industria petrolera en Colombia, son las redes 

temáticas y de productores, debido a que las políticas públicas que se generan 

son de regulación socio-económica para temas específicos de la industria 

petrolera en Colombia. Tal como lo menciona Muller (2010), se podrían así 

evidenciar agrupamientos alrededor de intereses profesionales (gremiales), 

agrupamientos alrededor de la defensa de intereses específicos y agrupamientos 

alrededor de una adhesión a cierta visión de la acción pública. La noción de red 

permite sobre todo entender los mecanismos en función de los cuales las 

diferentes redes van a entrar en contacto  y articularse a través de unos procesos 

de conflicto, de negociación o de coalición. De hecho, una de las funciones más 

importantes de las redes de políticas públicas, es ser el lugar donde se construyen 

los diagnósticos y las soluciones que van a desembocar en la decisión política: las 

redes son unos lugares de producción de la significación de las políticas públicas.  

En conclusión es posible afirmar que los procesos de gobernanza negociada en 

los municipios pueden generar políticas públicas de desarrollo territorial que 
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regulan las actividades socio económicas a raíz de la ejecución de los proyectos 

que realiza la industria petrolera en Colombia.  

3.6. El referencial de las Políticas Públicas de Desarrollo Territorial  
 

Las políticas públicas de desarrollo territorial que buscan regular, entre otras, las 

actividades de la industria petrolera en Colombia, parten de un enfoque que 

pretende recoger y articular las percepciones e imaginarios de los actores sociales 

con respecto a lo que identifican como una necesidad, una idea de desarrollo, un 

problema, un concepto de bienestar, entre otros abordajes construidos de manera 

colectiva.  

Se trata entonces de un proceso en que los actores sociales tienen en cuenta 

sus experiencias, sus informaciones y al propio conocimiento que han 

adquirido a través del tiempo en el desarrollo de estas actividades y proyectos 

en sus territorios. Es entonces a la vez un proceso cognitivo cuya función será 

entender lo real, limitando su complejidad  y un proceso prescriptivo que 

permite actuar sobre lo real que para efectos de la elaboración del referencial 

de una política pública corresponde a un doble mecanismo: 

1. Operación de decodificación de lo real, con el fin de disminuir el carácter opaco 

del mundo. 

2. Operación de recodificación de lo real, para definir un programa de acción 

pública. (Muller, 2010, p, 117). 

Teniendo en cuenta la propuesta de Muller  respecto al referencial de las políticas 

públicas, se describen los cuatro niveles de percepción del mundo: 

 Los valores: Representaciones de lo que es el bien y el mal 

 Las normas: Definen las referencias entre lo real percibido y lo real 

deseado, unos principios de acción, más que unos valores. 
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 Los algoritmos: Son unas relaciones causales que expresan una 

teoría de la acción, puede expresarse sobre la forma si, entonces. 

 Las imágenes: Atajos cognitivos que le dan significación inmediata 

a lo que se hace.  

Si cada uno de los actores que interviene en la formulación de las políticas 

públicas de desarrollo territorial tiene su propia percepción el mundo, su propio 

referente de forma compleja y marcada, llegar a una concertación resultaría mas 

difícil y requiere de más tiempo, sobre todo si en ella intervienen intereses 

sociales, económicos y políticos como es el caso de los proyectos o actividades 

que genera  la industria petrolera en Colombia. 

Las políticas públicas de desarrollo territorial que buscan regular las actividades y 

los proyectos de la industria petrolera se identifican y se construyen para dar 

respuesta a un problema que hay que resolver, de acuerdo a una realidad sobre la 

cual se quiere intervenir.  

La identificación, concertación y construcción, basados en la realidad percibida por 

los actores sociales que participan en el proceso de gobernanza negociada, están 

implícitos los intereses que tienen los actores que participan en su construcción y 

en el proceso de gobernanza y, por consiguiente, el referencial de las políticas 

públicas se basa en la realidad de  los problemas, las soluciones y las propuestas 

de acción a través de los valores, las normas, los algoritmos y las imágenes que 

tengan quienes en ellas participan. 

La agenda política comprende el conjunto de los problemas percibidos como 

aquellos que piden un debate público e incluso la intervención de las autoridades 

legitimas. (Muller, p, 76). De acuerdo a estos problemas públicos que se generan, 

entre las comunidades y las empresas que ejecutan los proyectos y actividades de 

la industria de hidrocarburos, en algunos casos las autoridades locales incluyen en 

su agenda política estos problemas y los acuerdos a los que se llegaron en 
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escenarios de gobernanza negociada, que de hecho generan un debate público, 

un objeto de controversia social y política, la cual buscan regular a través de la 

implementación de políticas públicas de desarrollo territorial para el estudios de 

caso en esta investigación la política pública de empleo y desarrollo económico del 

municipio de San Martín (César) y la que se está gestando en  Barrancabermeja 

(Santander) y en Villavicencio para el departamento del Meta. 

De acuerdo con los planteamientos anteriores, esta investigación pretende 

identificar las políticas públicas de desarrollo territorial que se construyeron a partir 

del proceso de gobernanza negociada en el marco de las actividades propias de la 

industria petrolera en Colombia. El análisis requerido para este planteamiento 

exige establecer límites en la investigación y definir sus alcances de manera clara 

a fin de lograr un aporte concreto en este campo. Para este fin, se realizará un 

análisis de caso concreto sobre la política pública de empleo y desarrollo 

económico del municipio de San Martín (Cesar), teniendo en cuenta que este 

análisis limita la investigación sobre un territorio determinado, un área de 

influencia sostenida en el tiempo de parte de la industria petrolera y una 

experiencia de gobernanza relativamente clara y que ha dado como resultados, 

entre otros, la implementación de una política pública local.  
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4. CASO ILUSTRATIVO: LA GOBERNANZA NEGOCIADA EN 
PROYECTOS DE LA INDUSTRIA PETROLERA, COMO BASE PARA LA 
CONSTRUCCIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA DE EMPLEO Y 
DESARROLLO ECONÓMICO EN EL MUNICIPIO DE SAN MARTÍN 
(DEPARTAMENTO DE CESAR) 

 

El acercamiento al desarrollo teórico y los elementos de análisis para el tema de 

investigación  permiten afirmar que en esencia los procesos de gobernanza y las 

políticas públicas locales para el desarrollo territorial son manifestaciones sociales 

que identifican situaciones y necesidades de un territorio y de una sociedad en lo 

local. De la misma manera, tanto la gobernanza como las políticas públicas suelen 

aparecer como instrumentos de intercambio, donde la gobernanza surge como un 

espacio de comunicación y las políticas públicas como los parámetros para llevar 

a cabo un proceso de intercambio.  

En el segundo capítulo se presentaron algunos elementos para el análisis de la 

construcción de políticas públicas de desarrollo territorial desde la gobernanza 

negociada en el marco de las actividades de la industria petrolera. Se planteó que 

la formulación e implementación de políticas públicas de desarrollo territorial para 

regular las actividades sociales, económicas y políticas que surgen a partir del 

ingreso de la industria petrolera en el territorio, se inicia a partir de los procesos de 

gobernanza negociada. 

Como forma de ilustrar y analizar este fenómeno, el presente capitulo  presenta el 

caso de la Política Pública de Empleo y Desarrollo Económico del municipio de 

San Martín (Cesar), la cual se gestó a partir de la experiencia recogida por los 

procesos de gobernanza negociada en el área de influencia de las operaciones de 

la industria petrolera. Estos procesos de gobernanza, tal como en otras zonas del 

país, integraban a las empresas que ejecutan proyectos en el territorio, las 

comunidades del área de influencia y las autoridades locales. En estos espacios, 

tal como se describe en el segundo capítulo de esta investigación, se concertaban 

acuerdos sobre salarios y beneficios para la mano de obra formada y no formada, 
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mecanismos de intermediación laboral, tarifas de bienes y servicios y  aportes de 

Inversión social.  

Debido a la creciente ejecución de proyectos de la industria petrolera y a la 

presencia sostenida en el tiempo de las empresas, los procesos de gobernanza 

fueron aumentando en número, lo que generó un desgaste de las partes,  y por lo 

tanto, un aumento en los costos de transacción e  inversión de recursos de parte 

de la totalidad de los actores.  

Sobre este panorama, las autoridades locales en el año 2010 en cabeza del 

alcalde municipal, el señor Elver Guerra Medrano, tomaron la decisión de incluir 

en la agenda política esta problemática y empezar a buscar mecanismos jurídicos 

que permitieran la regulación de los procesos de gobernanza.  

Como complemento al análisis de los documentos municipales y sin tener la 

pretensión de entrevistar a todos los actores involucrados en el proceso de 

gobernanza negociada ni de proceder a un análisis del mismo proceso de 

negociación se realizó una visita de campo en el municipio de San Martín (Cesar), 

donde se lograron dos entrevistas semi estructuradas previamente diseñadas.  

Las entrevistas fueron realizadas a Ana Hernández -Líder de Gestión Social de 

Petronorte- involucrada como actor social en los procesos de gobernanza y al 

señor Javier Barbosa Zabala. Secretario de Política Pública de San Martín en el 

año 2010. Estas entrevistas se enfocaron principalmente en indagar tanto por los 

procesos de gobernanza como por la experiencia de construcción e 

implementación de la Política Pública de Desarrollo Empleo y Desarrollo 

Económico. 

 

 

 



 

65 
 

4.1. Aspectos generales del municipio de San Martín (Departamento de 
Cesar) 

 

 

Ilustración 9: Ubicación Geográfica del Municipio de San Martín en el Departamento de Cesar. Fuente: IGAC 

 

El municipio de San Martín cuenta con una extensión de 905.55 Km2 donde la 

mayoría del terreno es plano y la zona montañosa corresponde en parte a la 

Sierra del Perijá en límites con el Norte de Santander.  

Las proyecciones del Departamento Administrativo Nacional de Estadística 

(DANE) al año 2010, registran que el municipio de San Martin cuenta con una 

población aproximada de 17.980 personas, de los cuales 9.186 pertenecen al 

género masculino (51%), y 8.665 pertenecen al género femenino (49% de la 
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población total).  Según la misma fuente, la población potencialmente activa es del 

38% comprendida entre los 15 y 45 años de edad. 

El municipio de San Martín es considerado como un territorio donde la gran 

mayoría de su población es de escasos recursos. Del total de la población, sólo el 

55% cuenta con alcantarillado y una tercera parte no tiene acueducto. Según 

datos del Censo de 2005 del DANE, el 48,86% de la población tiene al menos una 

Necesidad Básica Insatisfecha (NBI).  Otro punto débil en el desarrollo del 

municipio es el nivel educativo de la población; el 49,1% cuenta sólo con 

educación básica primara y el 24% del total no tiene ningún tipo de formación o 

proceso educativo formal.  

 

 

Ilustración 10: Nivel Educativo del Municipio de San Martín. Fuente: Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística – DANE. Construcción propia a partir de informe general Censo 2005 

 

De la misma manera, la tasa de analfabetismo en personas mayores de 15 años 

en el municipio es de 23,6%, el departamento del Cesar se encuentra en 16,6%,  

muy por encima del promedio nacional el cual se ubica en el 8,4%, es decir, casi 

tres veces al total de la población colombiana. 
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Ilustración 11: Tasa de Analfabetismo de Población entre 15 Años y más.  Fuente: Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística – DANE. Construcción propia a partir de informe general Censo 2005 

Este panorama, desde la perspectiva de las actividades y necesidades para el 

desarrollo de la industria petrolera, presenta dificultades en el sentido que la 

consecución de mano de obra calificada, bienes y servicios en las actividades de 

explotación y exploración, son un recurso escaso en este municipio.  

 

El municipio también presenta un alto grado de desigualdad sobre la distribución 

de recursos, especialmente en cuanto a la distribución de la tierra productiva. San 

Martín se caracteriza por tener grandes extensiones de tierra en manos de pocos 

propietarios, y donde esta tierra es mayoritariamente utilizada en el cultivo de 

palma africana, lo cual limita la producción agrícola y la diversificación de 

productos para la comercialización, la generación de empleo y el intercambio de 

bienes y servicios.  

 

Los problemas de distribución de tierras también son evidentes en las formas y 

lugares de asentamiento de la población, especialmente para la población más 

pobre. En algunos casos, como en  las comunidades de San José de Torcoroma, 

Cuatro Bocas y Pueblo Nuevo, las viviendas están ubicadas sobre la servidumbre 

de ferrovías en calidad de posesionarios, es decir, en zonas no adecuadas para el 
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desarrollo de asentamientos y terrenos que no podrían ser considerados baldíos o 

susceptibles de iniciar un proceso de legalización.  

4.2. Actividades Económicas del municipio de San Martín 
(Departamento de Cesar) 

 

El municipio de San Martín, centra su economía en la actividad agrícola,  

ganadera, la explotación de petróleo y la agroindustria en el cultivo de palma. En 

la zona urbana se desarrollan actividades de comercio e intercambio. 

Sobre la estructura de la propiedad, gran parte del territorio se encuentra ocupado 

por grandes predios o fincas con vocación ganadera y agroindustrial alrededor del 

cultivo de la palma africana y la explotación y producción de su aceite. En relación 

con otras actividades de la agricultura, en orden de mayor producción se 

encuentran el arroz  (29.7%), el sorgo  (28.2%), el maíz,  la yuca y el cacao  

(17.4%) principalmente.  

En relación con el cultivo de palma, la producción de aceite de esta planta es una 

de las actividades económicas con más expectativas de tecnificación y crecimiento 

en la región. Este crecimiento ha estado motivado a la demanda para la 

producción de biodiesel.  

La ganadería en el municipio de San Martín es una de las actividades económicas 

principales donde la producción de lácteos representa un 53% del total de esta 

actividad. Por su parte el sector bovino (carne) ocupa el 45% de la producción.  

Vale la pena anotar que el comercio de estos productos se realiza hacía Bogotá, 

Bucaramanga, la región del Magdalena Medio y la región del caribe colombiano 

principalmente.   

 

En cuanto a la explotación de hidrocarburos, el municipio de San Martín realiza 

esta actividad desde hace más de 25 años. Se destacan en este territorio el 

Campo Tisquirama - San Roque, generando regalías y aportes al municipio, donde 
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ECOPETROL S.A. ha sido la empresa dedicada a la explotación en el territorio 

con el 100% de la actividad a su cargo. Adicionalmente, desde el año de 1997, el 

municipio recibe impuestos por concepto de transporte de hidrocarburos y gas.  

4.2.1. Empresas e Infraestructura en el municipio de San Martín 
(Departamento de Cesar) 

 

Como parte del proceso de contextualización del municipio de San Martín, se 

tomaron en cuenta algunas particularidades del municipio en cuanto a empresas, 

perspectivas e infraestructura con las que cuenta, especialmente en la cabecera 

municipal. 

 

Como cooperativa y una forma alternativa para suplir la escasa oferta de servicios 

financieros en San Martín, la Entidad Cooperativa Multiactiva de Trabajadores de 

Santander (COMULTRASAN), ha tomado en el municipio la función de entregar 

créditos en la región. Esta entidad adicionalmente cuenta con un establecimiento 

de comercio el cual ofrece electrodomésticos que son adquiridos, en su mayoría, a 

través de la financiación.  

Sobre el tema de acueducto, en el municipio de San Martín se encuentra la 

quebrada Torcoroma que es la principal fuente de abastecimiento con un 

cubrimiento del 85% a una población de 7000 habitantes (cabecera municipal). El 

agua que reciben los habitantes del casco urbano presenta un IRCA (Índice de 

riesgo de calidad del agua) equivalente al 0.4%, según el reporte de la Secretaría 

de Salud Departamental, lo que significa que es agua apta para el consumo 

humano.  El servicio es prestado por la empresa APCES  ESP. 

 

El acueducto local cuenta con puntos de captación laterales y de fondo, líneas de 

aducción, desarenadores, planta de tratamiento, redes de conducción y 

distribución, de propiedad de la Administración Municipal, entregadas en calidad 

de usufructo a la Empresa APCES ESP, la cual es de carácter solidario, cuyos 
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socios fundadores son las Juntas de Acción Comunal de los barrios: 20 de mayo, 

Buenos Aires, Las Orquídeas, La Floresta, San Vicente de Paul; la Fundación San 

Martín de Tours, La Asociación de Bicicletas y taxis de San Martín, Asociación de 

Mujeres hacia el progreso de San Martín ASONPROSAM y la Alcaldía Municipal 

En resumen, el municipio de San Martín es un municipio que cuenta con un alto 

índice de pobreza, donde la educación es uno de los mayores obstáculos para el 

desarrollo de la población. Se evidencia un bajo grado de preparación y 

escolaridad para el desarrollo de actividades técnicas o formadas. La distribución 

de la tierra y los recursos son escasos en el grueso de la población. La producción 

agrícola de palma africana se  constituye como una de las principales actividades 

económicas pero que, por su dinámica de cultivo, uso del suelo y procesamiento 

de aceite, no constituye una actividad económica que signifique recursos para la 

mayoría de los pobladores de San Martín. En este caso, la industria petrolera con 

el  Campo Tisquirama - San Roque, representa una actividad económica con 

perspectivas más rentables para la población que otras actividades teniendo en 

cuenta que el grado de empleabilidad es relativamente más grande y la diversidad 

de actividades para la comunidad aumenta su espectro con respecto a otras 

actividades económicas de gran escala. Sin embargo, la industria petrolera no ha 

alcanzado hasta el momento consolidarse como la actividad económica principal, 

y sigue siendo la agricultura la primera ocupación en el municipio de San Martín.  

4.3. Los procesos de la Gobernanza Negociada en el municipio de San 
Martín (Departamento de Cesar) 

 

A comienzos del año 2010, la población del municipio de San Martin empezó a 

manifestar en varios escenarios su desacuerdo con varias empresas que llegaban 

a su territorio a ejecutar diferentes proyectos alrededor de las actividades de 

industria petrolera. Se empezaron a reportar diferencias con respecto a los 

acuerdos establecidos para la adquisición de bienes y servicios y la  contratación 

de mano de obra que las empresas les ofrecían  principalmente.  
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Los procesos de negociación en San Martín, al igual que en otros municipios 

donde se presentan procesos de gobernanza, se establecían sobre los elementos 

que la legislación nacional no ha desarrollado o no tiene la obligación de hacerlo, 

como las tarifas para la adquisición de bienes y servicios (transporte, alimentación, 

víveres, herramientas entre otros) y las condiciones laborales de trabajadores que 

se califiquen como condiciones de mayor protección a la mínima exigida por el 

Estado colombiano. Dentro de este segmento se pueden identificar las formas y el 

tipo de pagos sobre beneficios extra legales, seguro médico adicional, recreación, 

subsidios, implementos de trabajo, alimentación, educación a hijos y grupo 

familiar, entre otros.  

Cabe anotar que en estos procesos, las autoridades locales asistían como 

reguladores y mediadores dentro del proceso de negociación y esta participación 

activa establecía parámetros y contribuía ostensiblemente al desarrollo de las 

negociaciones y la conclusión de los procesos en acuerdos pactados.  

La acción repetida en el tiempo de estos procesos de gobernanza se convirtió en 

una actividad desgastante principalmente para las autoridades locales teniendo en 

cuenta su doble papel como agente regidor y como mediador entre las partes.  

Esta inversión en tiempo y recursos en los procesos de negociación, evidenciaba 

un  desgaste en los procesos de gobernanza sobre los cuales se debían 

establecer los parámetros iniciales para iniciar la negociación de empleo, bienes y 

servicios.  Si hiciéramos un proceso de análisis sobre los documentos y registros 

de cada espacio de negociación antes de la creación de la política pública en San 

Martín, encontraríamos temas transversales y generales, es decir, comunes a los 

procesos de negociación.  

Esa capacidad que tuvo la comunidad y las autoridades locales del  municipio de 

San Martin para liderar y conducir su propio desarrollo de acuerdo a las 

actividades productivas, condiciones socio-económicas y políticas del municipio, 

es el llamado desarrollo endógeno. La constante presencia de la industria 
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petrolera y los conflictos que generaban los proyectos, fue lo que sirvió de 

argumento para empezar a desarrollar  mecanismos que permitirán la regulación 

de estas actividades. 

Es entonces cuando las autoridades locales decidieron coordinar la creación de 

una política pública de empleo y de desarrollo económico como mecanismo para  

regular la contratación de mano de obra local y de contratación de bienes y 

servicios, que permitiera solucionar la problemática que se presentaba entre las 

comunidades y las empresas que realizaban los proyectos en su territorio, pues se 

crea una política pública como mecanismo para resolver un problema. 

4.4. Política Pública de Empleo y de Desarrollo Económico en el 
municipio de San Martín (Departamento de Cesar) 

 

La problemática y los conflictos sociales económicos y políticos iban en aumento 

en el municipio de San Martín a causa de la llegada de empresas de la industria 

petrolera que arribaban a su territorio a ejecutar proyectos y solicitaban bienes y 

servicios de la región y mano de obra. 

De acuerdo a esta situación, las autoridades del municipio de San Martin, en 

especial la alcaldía municipal, actuaron como voceros de los intereses y de las 

necesidades de la comunidad según el modelo político de gobierno local que 

menciona Nickson, dentro del proceso de gobernanza. Las autoridades locales, 

desde el proceso de descentralización en Colombia, cumplieron a la vez el rol de 

“agente regidor”, basado en las normas o leyes y de “agente gobernante”, como lo 

exigen las realidades o situaciones políticas locales de sus electores.   

Sin embargo, la vocería y la construcción del discurso a partir de las necesidades 

de la comunidad y la construcción del gobierno local como “agente regidor” fueron 

desarrolladas a parir de la presencia constante en el tiempo de los procesos de 

gobernanza y de experiencias difíciles e incluso violentas en dichos procesos. 
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Hasta el año 2010, el gobierno local no tenía mayor injerencia en los procesos de 

negociación entre las comunidades y la industria petrolera. Según las entrevistas 

realizadas, se pueden identificar dos factores que influyeron de manera 

significativa en los conflictos y en los procesos fallidos de negociación; (i) el 

exceso de representatividad, y (ii) el hecho que las organizaciones que tomaban la 

vocería de las comunidades argumentaban tener la representación de la mayoría 

pero  estas adquirían formas de ilegalidad y monopolio, generando exclusión y 

conflictos entre la misma población interesada en ser parte de los proyectos de la 

industria petrolera. 

Sobre el primer factor, a los conflictos y procesos, según Hernández, A (2012, 1 

de junio) en entrevista, líder de gestión social de PETRONORTE, el exceso de 

representatividad de los actores sociales hizo que la comunicación entre la 

comunidad y la industria petrolera perdiera fluidez y, por lo tanto, un corto avance 

en la socialización y las negociaciones. Según Hernández, surgieron 

organizaciones que afirmaban estar en los procesos en representación de la 

comunidad cuando, en realidad, estos grupos se caracterizaron por tener un 

especial interés alrededor de los empleos creados a partir de los proyectos con el 

fin de monopolizarlos. 

Esta información es confirmada por Barbosa, J (2012, 1 de junio) secretario de 

política pública de San Martín, resalta la dificultad de estos procesos debido a que 

estas organizaciones, que distan de los intereses de la comunidad se 

conformaban como organizaciones administradoras de empleo (bolsa de empleo), 

alrededor de la industria petrolera.  

El segundo factor se explica frente a la creación de intereses particulares y no 

generales de parte de las organizaciones mencionadas, las cuales tomaban 

características de monopolio en las plazas ofrecidas y la provisión de bienes y 

servicios en los proyectos de la industria petrolera, por lo cual también se 
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generaban condiciones de exclusión y conflictos entre la propia comunidad de San 

Martín.  

El panorama descrito permitió que, según Hernández, la disputa por espacios de 

empleo y provisión de bienes y servicios, se tornara violencia donde se afirma que 

hubo acciones ilícitas, agresiones y homicidios entre las partes a causa de la 

disputa por el control de dichos espacios.  

Las actividades delictivas cometidas a raíz de la falta de consenso y de la 

monopolización de estos espacios de negociación, fueron el principal motivo por el 

cual el gobierno local inició un proceso de construcción de política pública que 

procurara organizar el proceso y le permitiera ingresar a estos espacios bajo el 

poder otorgado por un instrumento jurídico vinculante. Es necesario aclarar que si 

bien el gobierno local no estaba del todo desligado al proceso de gobernanza, su 

rol se fundamentaba principalmente en labores de acompañamiento y en algunos 

casos, de intervención sobre reclamos en temas específicos. 

La necesidad de involucramiento del gobierno local en los procesos planteaba la 

dificultad de ingreso y de cumplir con su rol de agente regidor teniendo en cuenta, 

como se mencionó anteriormente, que el Plan de Desarrollo 2008-2011 vigente 

para ese momento no tenía contemplado un proyecto que involucrara el asunto de 

la gobernanza negociada en el municipio.  

La actividad de la industria petrolera, a pesar de ser una actividad sostenida en el 

tiempo, no es la actividad más representativa del municipio. Como se describió al 

inicio de este capitulo, las principales actividades económicas del municipio son la 

ganadería y la agricultura, que en su mayoría corresponde al cultivo de palma 

africana. Teniendo en cuenta que la industria petrolera no es parte de las 

actividades principales del municipio, contribuyó a que el gobierno local no tuviera 

en su agenda política el asunto de gobernanza. De hecho, antes de la política 

pública de San Martín, no existían estudios claros sobre la oferta de empleo y de 
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bienes y servicios en el municipio, potencialidades y limitaciones de la población 

para esta actividad económica. Barbosa J, (2012, 1 de junio).  

Surge así la necesidad de resolver el tema del rol de las autoridades y su 

inmersión en los procesos de gobernanza de una manera más clara y contundente 

a lo que se había realizado hasta el momento. La figura de acuerdo municipal, 

como instrumento vinculante y ágil, permitió que se iniciara un proceso de 

construcción de la política pública de desarrollo económico y social del municipio 

de San Martín.  

Este proceso requirió de labores de socialización y de sensibilización acerca de 

los procesos, procedimientos y experiencias en otros municipios sobre este 

instrumento y sus ventajas.  

Según Barbosa J, (2012, 1 de junio), el proceso de sensibilización se dividió en 

dos enfoques principales; (i) hacia la población y la industria petrolera, donde se 

argumentó que era válido construir una política pública a partir de las ventajas en 

términos de organización e inclusión en los procesos de negociación, y (ii) hacia 

las autoridades locales (concejo municipal y alcaldía principalmente), donde se 

argumentó que la política pública como instrumento vinculante permite ejercer 

funciones de control, seguimiento y representación de los intereses generales, 

teniendo en cuenta que consolida la función de agente regidor del gobierno local 

en los procesos de gobernanza negociada.  

De esta forma, las autoridades locales de San Martín iniciaron la construcción de 

la política pública de empleo y de desarrollo económico bajo la lógica horizontal 

territorial, a través de los procesos de gobernanza  negociada. Estos procesos 

fueron la base para empezar la interacción de los actores sociales, comunidades, 

empresas y autoridades locales, mediante la creación de escenarios que tuvieran 

un objetivo común: formular e implementar una política pública de empleo y 

desarrollo económico. 
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El inicio de esta formulación fue reconocer a los actores que históricamente 

habían sido parte de los procesos de gobernanza negociada en los que también 

habían participado las autoridades locales de la forma como se describió 

anteriormente. De las primeras inquietudes que se generaron fueron el alcance y 

las limitaciones jurídicas que tendría una política pública local en el municipio de 

San Martín, formulada e implementada desde el propio gobierno local.  

Es pertinente recordar la definición de Roth sobre política pública, incluida en el 

capitulo primero. Según Roth (2009)  política pública designa la existencia de “un 

conjunto de objetivos colectivos considerados necesarios o deseables y por 

medios y acciones que son tratados por lo menos parcialmente, por una institución 

u organización gubernamental, con la finalidad de orientar el comportamiento de 

actores individuales o colectivos para modificar una situación percibida como 

insatisfactoria o problemática”.  

Por tal razón, la política pública de empleo y de desarrollo económico del 

municipio de San Martín empezó a construirse con el  objetivo  de regular la mayor 

parte posible de los impactos sociales económicos y políticos, producto de los 

proyectos y/o actividades que se ejecutaban dentro de su jurisdicción. 

Para argumentar sobre el objetivo que se ha centrado esta investigación, los 

procesos de gobernanza negociada que se realizaron en el municipio de San 

Martin sirvieron como base para la formulación y la implementación de la política 

pública de empleo y de desarrollo económico, gracias a la lógica horizontal vertical 

en la que las autoridades locales actuaron como voceros de los intereses de las 

comunidades y agentes regidores y actores gobernantes de su territorio para la 

elaboración de políticas publicas siguiendo así los puntos del enfoque francés de  

política pública en el que una política pública es más que un instrumento de 

gobierno, y debe entenderse también como paradigma y escenario de mediación 

social y política que busca reconstruir los desajustes sociales, en pocas palabras 

un vector de gobernanza”. (Cuervo, J, citado en Muller, 2010, p. 15). 
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De esta manera, la intervención de las autoridades locales de San Martín 

investidas de poder público y de legitimidad gubernamental buscaban a través de 

la política pública de empleo y de desarrollo económico, que todas las empresas 

que llegaran a su territorio a ejecutar proyectos o a realizar trabajos de cualquier 

índole cumplieran con esta política pública, pues de esta forma se regulan los 

impactos y se solucionan  los conflictos que generan su presencia en el territorio 

entre las comunidades y las empresas y al mismo tiempo contribuyen al desarrollo 

territorial y endógeno, tal como se mostró en la gráfica 10 del segundo capitulo de 

esta investigación.  

De manera concreta, la política pública se construyó con la participación de las 

autoridades locales y representantes de las comunidades, con la asesoría de 

profesionales expertos en el tema que habían trabajado en otros procesos de 

construcción de política pública local.  

Una vez concertados los puntos principales de la política,  se llevó como proyecto 

de Acuerdo al Concejo Municipal de San Martín y se logró su aprobación después 

de cinco debates en los cuales también hubo participación de la comunidad. El 25 

de noviembre de 2010, se aprobó y se firmó  como el Acuerdo 015: “Por el cual se 

adopta la política pública de empleo y desarrollo económico de San Martín Cesar”. 

4.5. El alcance jurídico y características de la Política Pública del 
municipio de San Martín (Departamento de Cesar) 

 

La política pública se basó principalmente en la autonomía local en el 

fortalecimiento de los entes territoriales que por medio de la descentralización 

otorga la Constitución Política de Colombia de 1991. Este fortalecimiento consiste 

principalmente en la idea de empoderar a los municipios para que rijan sus 

territorios en favor del desarrollo local aportando mecanismos para solucionar los 

problemas que se le presenten en el territorio con el objetivo de satisfacer las 

necesidades de la comunidad de la manera más efectiva y en el menor tiempo 

posible.  
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Resulta pertinente mencionar que el marco normativo sobre el cual se funda  la 

política pública reconoce el concepto de descentralización como una forma de 

empoderamiento de los territorios. Por otra parte, la Política Pública se basó en 

normas jurídicas nacionales (leyes) que dan los parámetros de seguimiento, 

proceso y regulación de la contratación pública de bienes y servicios.  

Como parte de este marco jurídico se tiene en cuenta la Ley 1150 del 16 de julio 

del 2007 en su artículo 12. De la promoción del desarrollo que  argumenta:  

En los pliegos de condiciones las entidades estatales sometidas al estatuto general de contratación 

de la administración pública, dispondrán en las condiciones que señale el reglamento, de 

mecanismos que fomenten en la ejecución de los contratos estatales la provisión de obras, bienes 

servicios y mano de obra locales o departamentales, siempre que se garanticen las condiciones de 

calidad y cumplimiento del objeto contractual.  

Este artículo propone dos condiciones para la promoción del desarrollo: (i) que las 

empresas a contratar estén sometidas al estatuto general de contratación pública, 

es decir, empresas públicas y (ii) que la mano de obra y/o la provisión de bienes y 

servicios locales estén acordes con los términos exigidos sobre la necesidad y el 

objeto del contrato.  

Sobre los alcances de esta norma, incluida y tenida en cuenta en la política 

pública que se está analizando, establece que permite y protege acciones en 

procura de la contratación de mano de obra y la adquisición de bienes y servicios 

locales, sin embargo, los límites de esta norma están sobre el tipo de empresas 

habilitadas para estas acciones a la luz de la ley 1150 y de la política pública de 

empleo y desarrollo económico y social de San Martín, es decir, que solo se puede 

llevar a cabo entre particulares y empresas o entidades públicas. 

Esta limitante reduce ostensiblemente el marco de aplicación de la política pública 

de San Martín, teniendo en cuenta que su alcance no protege las dinámicas de 

negociación y procesos de gobernanza sobre otras actividades económicas en el 

municipio. 
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Parte del desarrollo de este capitulo se ha preocupado por hacer énfasis en la 

vocación económica del municipio de San Martín, la cual se encuentra  sobre las 

actividades de agricultura y ganadería principalmente. Dentro de la actividad de la 

agricultura, el cultivo de palma de cera y la producción de aceite de palma ha sido 

objeto de interés del municipio y es considerado como uno de los focos de 

desarrollo para este territorio. Sin embargo, las dinámicas económicas diferentes a 

la industria petrolera suscitan procesos de negociación y de gobernanza 

negociada para realizar actividades ganaderas y de agricultura de gran escala, la 

política pública de empleo y desarrollo económico y social del municipio de San 

Martín permite que los procesos que se realicen en estas actividades sean de 

manera general, abierta y con los mismos riesgos que se tenían en los procesos 

de gobernanza negociada realizados a partir de los proyectos de producción de 

hidrocarburos antes de la creación e implementación de la política. 

Por su parte, el inciso 2° del artículo 13 y en los artículos 333 y 334 de la 

Constitución Política, instrumento que hace parte de la política pública de empleo 

y desarrollo económico de San Martín, establece condiciones de contratación en 

términos del tipo de empresa, del monto y de las características del lugar de 

ejecución de los contratos, origen de la empresa entre otras condiciones.  

Esta norma de alcance constitucional, refuerza la autonomía de los gobiernos 

locales para desarrollar proyectos y, a su vez, empodera e incentiva a las 

comunidades a que desarrollen formas de organización en procura del desarrollo. 

Sin embargo, la inclusión de esta fuente de derecho en la política pública de San 

Martín contribuye a limitar el campo de acción de la política a negociaciones entre 

las comunidades y el sector público.  

Si bien la política pública de San Martín abarca los temas de empleo y de 

desarrollo social y económico como un todo y en sentido amplio, el marco jurídico 

sobre el cual la política pública es desarrollada se fundamenta sobre los 

lineamientos y parámetros de la contratación pública. 
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Esta condición, en términos generales, limita el ámbito de aplicación a 

negociaciones y procesos de gobernanza con empresas y entidades del sector 

público e impide su utilización, desde el punto de vista jurídico, a otros escenarios 

donde se discuta la provisión de empleos, de bienes y servicios en proyectos de 

gran escala diferentes al del sector energético.  

Las limitaciones antes descritas también suponen una eventual limitación temporal 

en la aplicación de la política pública analizada. Este riesgo se argumenta 

teniendo en cuenta que la política pública fue formulada e implementada sobre el 

supuesto que los procesos de gobernanza negociada que generaban conflictos, 

problemas y exclusión en la población de San Martín estaban exclusivamente 

ligados a los procesos de negociación con la industria petrolera.  

Este punto permite afirmar que la política pública de empleo y de desarrollo 

económico y social de San Martín carecería de validez y perdería su condición de 

instrumento jurídico vinculante en los procesos de gobernanza si la industria 

petrolera que opera y desarrolla proyectos en el municipio pasara a manos de las 

empresas privadas que se encuentran en el negocio.  

Hasta este punto, se puede afirmar que la política pública analizada fue construida 

sobre el supuesto que la provisión de empleos, bienes, servicios y demás 

acciones para el desarrollo económico y social del municipio de San Martín, 

estaba exclusivamente ligado al desarrollo de la industria petrolera en manos de 

ECOPETROL (empresa pública dedicada a la exploración y exploración de 

hidrocarburos en Colombia) y no como un proceso diverso y dinámico que puede 

identificar otras fuentes en la actividad económica local.   

A pesar de este panorama, no se puede concluir de manera contundente que la 

política pública analizada no pueda ser vista como un instrumento y/o marco de 

acción en procesos de gobernanza negociada entre actores privados. 
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4.6. La Política Pública del municipio de San Martín (Departamento de 
Cesar) como instrumento de acción pública 

 

La política pública de empleo y de desarrollo económico y social de San Martín 

contiene elementos, en su articulado principalmente, que amplían el campo de 

acción sobre empleo y desarrollo económico y social entre empresas privadas y 

particulares. Estos elementos son los referentes a las acciones concretas frente a 

la organización, logística, cuotas y enfoque diferencial que debe tener las 

empresas, el gobierno local y los particulares en los procesos de adjudicación y 

contratación de personal.  

Como se analizó en el numeral anterior, si bien estas acciones para el trato en 

particulares no resulta de obligatorio cumplimiento, la política pública de empelo y 

desarrollo económico de San Martín puede transformarse en un instrumento de 

acción pública en la medida en que las empresas privadas y los particulares, de 

común acuerdo, tomen esta fuente como base metodológica y marco de acción 

para el desarrollo de las negociaciones, es decir, de los procesos de gobernanza 

negociada. 

 Para sustentar esta afirmación, es necesario retomar el concepto de instrumento 
de acción pública que “constituye un dispositivo a la vez técnico y social que 

organiza unas relaciones sociales específicas entre los poderes públicos y sus 

destinatarios, en función de las representaciones y significaciones de las cuales es 

portador” (Lascoumes & Le Galès,2009, 284). 

La preocupación sobre la política pública de San Martín es en términos de su 

forma más que de su fondo, por lo cual, si tomamos el fondo como un contenido 

amplio, útil y que se preocupa en avanzar en las soluciones colectivas este 

instrumento puede convertirse en un instrumento de acción pública, es decir un 

mecanismo técnico no vinculante que organiza los procesos de gobernanza 

negociada y comunica a los actores inmersos en dichos procesos para llegar a un 

resultado específico: el acuerdo sobre las dinámicas de empleo, bienes y servicios 
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que la comunidad del municipio de San Martín proveerá a la industria petrolera y/o 

a otras fuentes de actividad económica de gran escala en el territorio.  

Adicionalmente, retomando los conceptos desarrollados en el capitulo primero, la 

descentralización aporta un papel importante a la política pública analizada, en el 

sentido que esta se desarrolla como un mecanismo de fortalecimiento institucional 

y empoderamiento de las comunidades para sus propios intereses colectivos. Esto 

significa entonces que a pesar de las limitaciones jurídicas, la política pública de 

San Martín, por su construcción desde el discurso, la organización, la participación 

de los actores y la necesidad, adquiere elementos de legitimidad e identifica de 

forma clara las expectativas de una población sobre el desarrollo económico y 

social, situación que reviste a la política de un ejercicio vinculante en un sentido 

amplio no jurídico y obligatorio para los procesos de gobernanza negociada, en 

otras palabras, reafirma los procesos de gobernanza negociada a partir de las 

experiencias sostenidas en el tiempo.  
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5. CONCLUSIONES  
 

La presente investigación buscó entonces aproximarse a los procesos de 

gobernanza negociada que se realizan a partir de los proyectos que la industria 

petrolera ejecuta en los territorios locales (municipios principalmente), donde, la 

gobernanza ha servido de experiencia y de insumo para la formulación y el 

desarrollo de políticas públicas locales que pretenden garantizar la inclusión, 

reducir los costos de transacción y de desgaste así como mitigar los conflictos que 

rodean los procesos de gobernanza entre las comunidades y la industria petrolera. 

Las formas y los procesos de territorialización para la explotación y exploración de 

recursos, fomentos de la industria, construcción de infraestructura y adopción de 

nuevas actividades agrarias y económicas, en Colombia han ocasionado conflictos 

sociales, que, en ocasiones, mediante el uso de la violencia, dificultan el desarrollo 

de las actividades económicas a gran escala.  

Como se puede analizar en la experiencia de formulación y de implementación de 

la política pública de San Martín, los procesos de descentralización en Colombia 

han fomentado la utilización de espacios de negociación para la construcción de 

instrumentos de fortalecimiento y de construcción de instituciones locales, donde 

dichos espacios, han sido el insumo para que los gobiernos locales consoliden 

procesos y fortalezcan instituciones locales por medio de dos instrumentos, la 

construcción de políticas desde los jurídico y la legitimidad del proceso de 

gobierno por medio del espacio de la gobernanza donde la sociedad civil puede 

incidir mediante la construcción democrática. 

A pesar de estas ventajas, el caso de la política pública de empleo y de desarrollo 

económico de San Martín (Cesar), muestra dificultades en su aplicación por causa 

que limita su aplicación a relaciones entre el sector público y privados, pero 

invisibiliza desde el punto de vista jurídico las relaciones entre privados. Esta 

situación evidencia que, a pesar de que la descentralización fortalece la acción de 
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los gobiernos locales, no puede ser instrumento para que el gobierno central no 

legisle sobre asuntos locales, tal como es el caso de regular las actividades de la 

industria petrolera en los territorios. Si bien hay instrumentos, estos no son 

suficientes para organizar efectivamente las actividades y por consiguiente reducir 

la posibilidad de conflictos.  

Cuando hay un proceso de descentralización en conjunto con la ausencia de 

legislación nacional para regular actividades locales, los instrumentos jurídicos 

vinculantes desarrollados en lo local, pueden tomar el papel de instrumentos 

formadores de legitimidad y aportar a los procesos de comunicación entre el 

gobierno local y la población civil, a través de las políticas públicas locales como 

marco de acción y de los procesos de gobernanza como los espacios donde se 

decantan las políticas públicas.  

De acuerdo a lo analizado, las políticas públicas y los procesos de gobernanza 

también tienen un proceso de legitimidad y de fortalecimiento debido al doble 

papel que ejerce el gobierno local, es decir, el de agente regidor y de autoridad 

oficial sobre el territorio, de un lado,  y de actor en los procesos de negociación, de 

otro. Este escenario hace que las políticas publicas emanan a la vez de la 

autoridad local como agente regidor y como un actor gobernante en los procesos 

de gobernanza. 

Cuando los procesos de gobernanza se realizan entre actores privados, es decir, 

entre una empresa privada y la comunidad, las políticas públicas locales no 

pierden su fuerza vinculante en el sentido que establece un marco de referencia y 

acción. Esta condición hace que se transforme el proceso de gobernanza 

negociada no solo es un espacio de negociación sino en un instrumento de acción 

pública. 

Más allá de estos resultados, esta investigación permite evidenciar cuánto  es 

prioritario e indispensable que el Gobierno Nacional y/o el Congreso de la 

Republica prioricen en la agenda política la formulación y la implementación de 
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políticas públicas nacionales que permitan regular los conflictos sociales, 

económicos y políticos que genera la industria petrolera en el país, ya que esta 

industria es la que en la actualidad una de las locomotoras del desarrollo del país.   

Si estas políticas públicas no se crean para regular la industria, ésta se verá 

abocada a seguir con los procesos de gobernanza negociada  para regular los 

conflictos entre las empresas y las comunidades con la intervención de las 

autoridades locales en los territorios donde tenga intervención la industria. Al no 

existir unos puntos de referencia generales que apliquen o regulen los conflictos 

unificando criterios u objetivos, este mecanismo podría traer divergencias entre 

territorios Dado que las empresas contratistas y el personal calificado y técnico se 

trasladan a varios departamentos y municipios del país se generarán también 

diferencias entre tarifas de bienes y servicios y salarios a pagar que se basan en 

los acuerdos que se hacen en los procesos de gobernanza negociada y que se 

implementan a través de políticas públicas.  
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7. ANEXOS  
 

7.1. ACUERDO 015 (25 de noviembre de 2010). Por el cual se adopta la 
Política Pública de Empleo y Desarrollo Económico del San Martín 
(Departamento de Cesar)  

 

7.2. Transcripción de entrevistas hechas a: Javier Barbosa (Líder de la 
Política Pública del Municipio de San Martín – Departamento de Cesar); 
y Ana Hernández (Líder de Gestión Social de PETRONORTE) 
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ACUERDO 015 (25 de noviembre de 2010). Por el cual se adopta la 
Política Pública de Empleo y Desarrollo Económico del San Martín 

(Departamento de Cesar) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



      

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 

 

 



 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXO 7.2 

 

Transcripción de entrevistas hechas a: Javier Barbosa (Líder de la Política 
Pública del Municipio de San Martín – Departamento de Cesar); y Ana 

Hernández (Líder de Gestión Social de PETRONORTE) 



Entrevistado: Señor Javier Barbosa Zabala (J.B.) / Ex-secretario de Desarrollo 
Económico y Política Pública del Municipio de San Martín (Departamento del 
Cesar) / Ex-asesor de la Fundación Ecopetrol para el Desarrollo del Magdalena 
Medio (FUNDESMAG).   

Entrevistadora: Patricia Rodríguez Bernal (P.B.). 

Pregunta 1: 

P.B.: Antes de implementada la Política Pública, ¿Qué conflictos sociales se 
presentaban en el municipio de San Martín? 

J.B.: “Ante la ausencia de una herramienta que permitiera un trato más justo y 
equitativo, y de igualdad, entre las comunidades, existía el problema de que 
algunos ciudadanos, apropiándose de las necesidades de las personas, fueron 
lucrándose con los años de la situación social de las comunidades, utilizando una 
figura de asociaciones sin ánimo de lucro que a su vez hacían de bolsas de 
empleo. Esto generó mucho conflicto: se rivalizaban entre ellos; se agredieron y 
hubo muertos. Esto tuvo una consecuencia funesta. Las comunidades a través de 
los organismos comunales fueron desplazadas por estas agremiaciones; se atentó 
contra la integridad y la honra de las mujeres, porque fueron víctimas de todo este 
proceso, ya que para conseguir cualquier tipo de oportunidad o posibilidad de 
empleo estos personajes se valían de cualquier cantidad de argucias para poder 
ofrecerles oportunidades laborales. Por otro lado, no había control del Estado: no 
se podía medir la estadística, no se sabía la situación real de la formación 
académica y laboral, no se sabía con qué potencial contaba el Municipio; había 
ausencia de lo administrativo en estos temas. Fue una época difícil. Sumado a 
esto, lamentablemente, todo el País en esa época estaba sumido en el conflicto 
del paramilitarismo y de los grupos al margen de la Ley; algunos sujetos de estos 
pertenecían a algunos de los grupos, por lo que era muy difícil controlarlos o 
denunciarlos. Nadie denunció, siempre se quedó en el silencio. Esto ha sido un 
tema restrictivo en muchas de las regiones del País donde se generan 
posibilidades de Industria Petrolera, Minería o de Cultivos Masivos”. 

Pregunta 2: 

P.B.: Antes de la Política Pública, ¿Se incluían a la Administración Municipal y a 
las Comunidades de las áreas de influencia de los proyectos de la Industria 
Petrolera en la Socialización y la regulación de los temas relacionados con dichos 
proyectos? 



J.B.: “Desde el punto de vista institucional y para el tema de proyectos, así como 
el apoyo a programas productivos y comunidades, y el tema de inclusión laboral y 
oportunidades, estaban inmersos en los Planes de Manejo Ambiental y dentro del 
Plan Social de la Industria Petrolera. Sin embargo, se Socializaba, se contaba qué 
proyecto se iba a ser, se vinculaba a la Administración y a algún representante de 
las Juntas; ellos recibían la información y el Alcalde hacia su oficio con el tema del 
proyecto haciendo su gestión y ya. El tema social y la intervención de la Industria 
en el sector, lamentablemente, quedaban en manos de estos avivatos. Entonces, 
la Industria Petrolera cumplía con darle el respeto y la participación a la Institución 
en lo que le obliga la Ley; pero era muy difícil para ellos ya que eran ajenos al 
lugar. Se enfrentaban a situaciones culturales que ellos no conocían, luego para 
ellos era muy difícil regular eso. Le correspondía al Administrador de turno, al 
Alcalde en su momento, o a las mismas comunidades auto-ayudarse o auto-
regularse; pero no podían hacerlo”. 

Pregunta 3: 

P.B.: El Alcalde de esa época tenía Autonomía Administrativa y Local para regular 
este tipo de conflictos que se generaban entre las Asociaciones, las Comunidades 
y entre las Empresas de la Industria Petrolera que llegaban a hacer sus proyectos, 
¿Las autoridades sentaban a todos los actores sociales en escenarios en los 
cuales estos tenían que llegar a un acuerdo? 

J.B.: “No, la verdad no se hacía ese ejercicio. Al burgomaestre de turno sólo le 
interesaba el recurso que le giraban, la obra que iba a ejecutar, y ya; a él el resto 
no le importó. Igual no estaban ni siquiera inmersos; se podía observar que ni en 
los Planes de Desarrollo ni en los Planes de Gobierno se contemplaron Políticas 
Sociales que pudieran fomentar desarrollo económico, desarrollo social o 
desarrollo laboral; entonces, al no contemplarse, les quedaba muy difícil intervenir, 
y la única herramienta que podían adoptar era una Política que les permitiera 
intervenir eso, y en la que el Estado les permitiera invertir recursos. Pero en su 
momento, siendo sincero, el tema siempre se miró por encima del hombro y no fue 
de importancia. La respuesta de algunos burgomaestres era: “Eso no es problema 
mío, eso no es un tema que yo pueda atender, no tengo cómo regularlo; no quedó 
en el Plan de Desarrollo, y yo no puedo legalmente intervenir sino es a través de 
una herramienta legal, y yo no la conozco. Entonces yo no voy a regular ese tema; 
eso que lo manejen las Asociaciones, y que atiendan ellos”. Constantemente se 
veían enfrentados a situaciones de conflicto y peleas, a veces hasta de pérdida de 
vidas. La Industria Petrolera se veía afectada, porque la gente se enfrentaba a 
paros, a situaciones no propias de toda la situación legal del País”. 



Pregunta 4: 

P.B.: ¿Cómo nace la idea de la Política Pública de Empleo y Desarrollo 
Económico del Municipio de San Martín? 

J.B.: “Al verse inmersos entre tanta rivalidad y en la difícil situación de conflicto 
empezaron a contemplar la necesidad de organizar su propia casa. Empezaron a 
sentir que estaban mal y que iban a terminar peor; por lo que algunos miembros 
de las Asociaciones vieron que el asunto no se estaba manejando bien y 
empezaron a protestar, a pedir la participación de la Industria, del Alcalde. Sin 
embargo, en su momento, fue a través de un funcionario de la Alcaldía, quien era 
un Secretario de Presupuesto que me conocía. Yo no estaba en San Martin, sino 
que estaba implementando una Política de Empleo en el Municipio de Aguazul 
(Departamento del Casanare) a través de un Programa que se llamaba Centro de 
Información para el Empleo, con el SENA; allá se manejó un tema con más de 
9000 ciudadanos, y el proceso terminó bien. Aún existe en los Llanos, eso es lo 
que ha permitido que no se haya desorganizado mucho. De tal manera que la 
experiencia en los Llanos fue un referente. Luego, él le comentó al Alcalde -quien 
en su momento era Helbert Guerra Medrano-, que había un muchacho, hijo de 
San Martín, que manejaba muy bien el tema y que lo llamaran. A mí me llamaron y 
yo les comenté: “Ésta es una herramienta que les permite, de manera legal, 
intervenir en temas que hayan abordado dentro de su Plan de Desarrollo o Plan de 
Gobierno”. Él me pregunta: “¿Se puede aplicar para una Política Pública Social de 
Empleo?”.  Yo le dije: “Claro que sí”. Entonces, yo llegué a San Martín otra vez y 
empezamos a trabajar con las comunidades, a evaluar el tema del Municipio: 
cómo estaba en Desarrollo, qué Industria había, qué potencial teníamos, cómo 
estábamos formados académicamente, laboralmente y técnicamente. Una vez se 
midió todo esto por comunidades se geo-referenció el Municipio por sector: qué 
potenciales había y qué se debía fortalecer; entonces se implementaron procesos 
de Socialización y Concientización con la gente. Era lo mejor que nos podía pasar, 
ya que tuvimos respuesta positiva por parte de la Industria; se le comentó la 
propuesta al Gobernador, se llevó al Ministerio de Salud y Protección Social, y al 
Ministerio de Trabajo, y  tuvimos el apoyo de FUNDESMAG”.  

Pregunta 5: 

P.B.: Al surgir la idea de la creación de la Política Pública para regular estos 
temas de conflicto, ¿Ya se da la participación activa de las comunidades, del 
Alcalde o de la Administración Municipal, y de la Industria Petrolera, y con la 
intervención de estos tres actores se logra consolidar la Política Pública? 



J.B.: “Claro que sí, fue la única opción y la única posibilidad que permitió que 
existiera la Política Pública de Empleo. La articulación de estos tres o cuatro 
organismos, además del SENA, fue un componente fundamental en todo esto; 
cada uno de ellos: la Alcaldía, la Industria Petrolera, las Juntas de Acción 
Comunal; y, en su momento, la finalización de las Asociaciones, que terminaron 
desapareciendo por la ilegalidad en la cual ellos vivían, y las cuales temieron que 
se les adelantaran procesos legales a causa de sus acciones irregulares. Todo el 
mundo empezó a participar. Los primeros dos o tres meses fueron difíciles, porque 
la gente veía esto como una herramienta que los iba a limitar; sin embargo, 
paulatinamente, se explicó que ésta era una herramienta de ellos y para ellos, con 
la cual ellos mismos podrían intervenir, participar y decidir de una manera directa. 
Gracias a todo esto se llevó a cabo todo el proceso de sensibilización; se trabajó 
con el Concejo Municipal, el que a través de cinco o seis debates terminó 
aprobando la iniciativa”. 

Pregunta 6: 

P.B.: ¿Cuánto tiempo duró esa consolidación o esa participación de todos los 
actores sociales que intervinieron en escenarios en los que se discutía 
colectivamente el contenido de la Política Pública de Empleo?    

J.B.: “Siete meses”. 

Pregunta 7: 

P.B.: ¿Qué tan difícil fue lograr un acuerdo colectivo a través de la reunión de 
estos actores sociales?  

J.B.: “De acuerdo al antecedente que había fue muy difícil, debido a la ausencia 
del conocimiento del tema que se estaba socializando; fue muy difícil por la misma 
cultura e idiosincrasia del sanmartinense, quien es un costeño mezclado con 
santandereano, lo que lo hace una persona con un temperamento bastante fuerte. 
Por otro lado, fue muy difícil porque se generaron amenazas. Había un negocio 
muy lucrativo, una economía, toda una industria en torno a esta necesidad de las 
comunidades, y ciertos individuos se lucraban a partir de esta necesidad, y al 
verse amenazados por una posibilidad que era de la gente, pues ellos empezaron 
a presionar a través de amenazas, de panfletos, de llamadas. Gracias a Dios 
salimos avante a toda esta situación, no tuvimos ningún percance”. 

 

 



Pregunta 8: 

P.B.: Analizando el contenido de la Política Pública de Empleo de San Martín se 
observa que ustedes han tomado en consideración, para la regulación y 
argumentación legal, todo lo relacionado con el tema de Bienes y Servicios de las 
empresas que llegan al Municipio a ejecutar alguna actividad, ¿Cómo fue el 
aseguramiento otorgado a la temática de Bienes y Servicios? 

J.B.: “Fue como una manera de proteger a la Industria Local, ya que es pequeña y 
no tiene las capacidades que quizás tiene el Mercado Nacional. De esta manera 
se quiso proteger al pequeño productor; no solamente a través de iniciativas de 
carácter privado sino a través de procesos como el Sector Público. También 
quisimos proteger a los pequeños empresarios del Municipio; la intención era 
apoyarlos con procesos de facilitación para que pudieran acceder a la contratación 
pública, al proceso de selección abreviada, a la exención de impuestos, al 
incremento de la economía local con asentamiento de nuevas empresas y al 
nacimiento de nuevas empresas locales. Se quiso pedir un acuerdo con la 
Industria, porque, la verdad, las Leyes comerciales de este País provienen de, 
alguna manera, seleccionar y sacar de tajo al resto de los participantes del 
Territorio Nacional. Entonces fue más de común acuerdo entre las comunidades y 
los actores, entre la Administración Municipal y la Industria, y los pequeños 
productores.  Con esto se generó una alianza para la protección del pequeño 
productor y darle la oportunidad de que se convirtiera en el proveedor local; ya que 
con el tiempo favorecería a las partes: era menos desplazamiento, garantía del 
Servicio e iba a mejorar las posibilidades económicas”.    

Pregunta 9: 

P.B.: ¿Cómo ve usted que está funcionando actualmente la Política Pública de 
Empleo y Desarrollo Económico en el Municipio de San Martín? 

J.B.: “Veo un San Martín más organizado, con muchas posibilidades, respetuoso 
de los procesos, de las normas y de las Leyes; sin agresión y sin atentar contra la 
Norma, la Industria y la economía de nadie. De alguna manera aprendió a solicitar 
respetuosamente las oportunidades y a exigir algunas que por Derecho o por ser 
naturales consideran les pertenece. Veo una microempresa pujante y en constante 
desarrollo; veo proyectos productivos que se están convirtiendo en realidad; veo 
por parte del Administrador que se están generando recursos para el 
apalancamiento de Proyectos. Veo a las comunidades más conscientes de sus 
posibilidades. Se han empezado a crear nuevas Asociaciones, pero con el criterio 
que deben tener ellas; con su propia naturaleza, sin ir a desdibujar sus 



posibilidades y su naturaleza social. Veo a San Martín con mucho futuro; y 
personalmente creo que le va a ir muy bien si sigue por esa línea y si mantiene 
esta herramienta que con el tiempo terminará convirtiéndose en semillero para el 
resto de los municipios”. 

Pregunta 10: 

P.B.: Podemos concluir que con base en la trazabilidad que ha tenido esta Política 
Pública de Empleo, usted considera que a través de escenarios de participación 
de los diferentes actores sociales, tales como: la comunidad, la Industria Petrolera 
o representantes del Estado a través de las Autoridades Locales, se pueden 
regular conflictos sociales que puedan generar  unas Políticas Públicas Locales en 
beneficio de las comunidades, así como prevenir y regular los conflictos sociales 
propiciados por la presencia de la Industria Petrolera. 

J.B.: “Claro que sí, pienso que es la única alternativa que tienen la Industria y el 
Estado. Pienso que es una herramienta vital para la generación de empleos 
estables. Siempre con la concientización de que se deben concertar las cosas, 
que no se deben imponer; de esta manera sí vamos a crear un proyecto que sea 
concertado y para todos. Creo que es la herramienta para que no se sigan 
generando pérdidas económicas tanto en la Industria como en las comunidades o 
en los municipios, en relación con las pérdidas económicas que generan los 
conflictos sociales. Mucho menos las pérdidas humanas. Es la única alternativa 
que nos queda. Es sentarnos y entre las partes reconocer que quizá algunos 
hemos atropellado a otros; es reconocer que muchas veces somos ausentes de 
conocimiento y capacidad, y que tenemos que prepararnos. Es articular una serie 
de herramientas y posibilidades que nos brinden a futuro unas comunidades y 
unas sociedades más tranquilas, y una Industria que pueda salir adelante con sus 
proyectos sin tropiezos. Pienso que es una herramienta vital; cada vez que se 
vaya a generar una intervención de este tipo, deben hacerse procesos como 
estos, para que con el tiempo exista satisfacción y conformidad, y se pueda decir 
“hice mi labor; creo que cumplí y no afecté a nadie”; de lo contrario, será muy 
difícil, porque este tipo de proyectos generan mucha expectativa y hay muchos 
actores que pretenden obtener un beneficio y algunos de esos actores no son los 
más sanos y son los que generan ese situaciones irregulares con las 
comunidades. En conclusión, creo que deben aplicarse Políticas de este tipo para 
intervenir en temas sociales de desarrollo económico, de desarrollo laboral; y así 
mismo, también en otras áreas como, dolorosamente, el tema de la ausencia de 
vivienda, y propender con equidad y justicia por la igualdad de asignación”.         



Entrevistada: Señora Ana Hernández (A.H) /  Líder de Gestión Social de 
Comunidades PETRONORTE (San Martín – Departamento del Cesar)  

Entrevistadora: Patricia Rodríguez Bernal (P.B.). 

Pregunta 1: 

P.B.: Antes de la Política Pública de Empleo y Desarrollo Económico del Municipio 
de San Martín (Departamento del Cesar), cuál era la temática que enmarcaba a 
los conflictos sociales que se daban en las Áreas de Influencia de los Proyectos de 
la Industria Petrolera en el Municipio.  

A.H.: “Realmente el mayor conflicto o inconveniente que se presentaba, para 
lograr una negociación en el municipio de San Martín, estaba orientado al  gran  
número de organismos de representación como Asociaciones de Desempleados, 
Desmovilizados y Juntas de Acción Comunal, que hacían presencia en el 
Municipio. Cada una de ellas reclamaba tener representación, así como voz y voto 
a la hora de realizarse un proceso de Socialización y Negociación; entonces, esto 
hacía que se generaran conflictos, se extendieran las reuniones, y que, 
obviamente, al haber una participación tan voluminosa de personal no era factible 
que se realizara un consenso que fuera productivo”. 

Pregunta 2: 

P.B.: En cuanto a la adquisición de Bienes y Servicios, ¿Qué conflictos se 
presentaban? 

A.H.: “Era una situación muy similar y, como bien sabemos, para la Industria, a 
pesar de ser representativa la contratación de Bienes y Servicios, no es muy 
amplia. De tal manera que ellos deseaban que se le diera participación a cada una 
de esas identidades que representaban. Entonces no lograban ponerse de 
acuerdo, y suministraban diferentes cotizaciones de una manera muy diversa; 
lograr escoger alguna de ellas era muy complicado, porque no habían puntos de 
comparación y, adicionalmente, si se escogía una o la otra las partes no iban a 
estar cien por ciento satisfechas”. 

Pregunta 3: 

P.B.: Ante las irregularidades propiciadas por los Conflictos Sociales generados 
por las Organizaciones emergentes, atizados por la presencia de la Industria 
Petrolera, y los cuales afectaban la ejecución de los Proyectos de la misma, ¿Se 
establecían reuniones de Socialización constituidas en escenarios que propendían 



por generar una negociación que facilitara el logro de los acuerdos? Y si estas 
socializaciones y escenarios se constituían, ¿Qué actores sociales participaban en 
esos escenarios?   

A.H.: “Sencillamente para realizar esos procesos de Socialización y Negociación 
siempre se tiene en cuenta la participación del ente gubernamental presidido por 
las Administraciones Municipales, las cuales están representadas por sus Alcaldes 
y Secretarios de Gobierno. Siempre se solicitó el acompañamiento de la 
Personería, como garante de los procesos. Así mismo, se invitaba a los 
representantes de cada una de estas Asociaciones y Juntas de Acción Comunal”. 

Pregunta 4: 

P.B.: En los escenarios de concertación donde participaban las Juntas de Acción 
Comunal, las Asociaciones y las Autoridades Locales, ¿Ustedes, como Empresa 
Operadora en la Industria Petrolera, establecían acuerdos por escrito para regular 
los temas de generación de empleo y adquisición de Bienes y Servicios?  

A.H.: “Sí. Pero eran muy puntuales, y cada reunión de Negociación se hacía como 
una negociación nueva; aunque sí se lograba puntualizar. Por ejemplo: se 
consolidó un listado de participación de alquiler de vehículos y a la rotación  de 
participación se le dio un orden específico. Se trataba de dar continuidad, pero el 
inconveniente era que las negociaciones eran muy cortas o de muy corto plazo; 
finalmente, sí se lograba sacar un consenso con el objetivo de poder sacar 
adelante el Proyecto”. 

Pregunta 5: 

P.B.: Al parecer, dentro del contenido de la Política Pública de Empleo y 
Desarrollo Económico del Municipio de San Martín se tuvieron en cuenta los 
acuerdos puntuales entre la Empresa Petrolera y las comunidades del Área de 
Influencia, ¿En realidad sí se consideraron esos acuerdos específicos para la 
conformación de la Política Pública de Empleo y Desarrollo Económico de San 
Martín?  

A.H.: “En efecto, considero que la Política Pública retomó esos acuerdos, los 
organizó y les dio formalidad. Obviamente ninguno de ellos figura; considero que 
se debe, precisamente, a que eran muy puntuales para cada proyecto y, con cada 
empresa, manejaban un acuerdo. Pero sí fueron recopilados en esa Política 
Pública que en el momento que se implementó empezó a representarlos, y 
estuvieron ahí congregados”. 



Pregunta 6: 

P.B.: La Política Pública de Empleo y Desarrollo Económico de San Martín tiene, 
aproximadamente, dos años de implementada en el Municipio, ¿Considera que 
ésta ha alcanzado el objetivo de regulación en los temas relacionados con la 
generación de empleo, y Bienes y Servicios?  

A.H.: “Sí; en gran parte ha empezado a organizarse, aunque dos años, considero, 
no es suficiente tiempo para que se empiece a ver los resultados. Sin embargo, sí 
logró mitigar, en un 80%, todos estos temas que estaban presentando desordenes 
sociales e irregularidades en el Municipio. Pero así tuvo varias falencias en el 
proceso de implementación, ya que se intentó, desde su inicio, abarcar 
demasiados componentes que no han logrado despegarse. Sí organizó un poco el 
tema de generación de empleo y, Bienes y Servicios, pero el componente 
específico de capacitación y de empoderamiento del recurso humano en la zona 
no se ha logrado”. 

Pregunta7: 

P.B.: Sin embargo el enfoque de la Política Pública sí fue la generación de empleo 
y adquisición de Bienes y Servicios. Ahora bien, ¿Se podría decir que existe una 
necesidad de ampliar el alcance de la Política Pública de Empleo y Desarrollo 
Económico para lograr la regulación de otros aspectos de los cuales, actualmente, 
adolece la Industria Petrolera?  

A.H.: “Sí. Sin embargo, dentro del contexto de la Política Pública sí se 
contemplaban los procesos de capacitación; de hecho, uno de los aspectos más 
importantes, de haberse articulado con el SENA, fue empezar a capacitar y a 
fortalecer el recurso humano de la zona. Esa fue la parte, precisamente, que no 
alcanzó, en un cien porciento, a despegar dentro de la Política Pública. Así mismo, 
otro aspecto es que, prácticamente, su implementación estuvo más direccionada 
al tema de la Industria Petrolera, y siendo éste un municipio agrícola y ganadero 
no se estaban teniendo en cuenta estos sectores de la Industria, que también son 
generadores de empleo y de Bienes y Servicios”. 
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